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En el presente trabajo se enfoca a la investigación y estudio del marco jurídico y médico para la despenalización del aborto eugenésico en el Perú en casos de embarazos con malformaciones o taras incompatibles con la vida. Hoy en día nos vemos cada vez más y con más frecuencia frente a este tipo de situaciones, debido a la especialización de la ciencia médica, que nos permite estar ante nuevas situaciones, que puedan implicar acciones que vulneren nuestro marco legal actual, por parte de las madres portadoras por este tipo de embarazo.

Es así que tras una evaluación minuciosa de bibliografía, jurisprudencia de otras legislaciones y publicaciones al respecto hemos podido encontrar algunos autores entre los que destacan de González de León Deyanira, quien en su obra el aborto en México concluye que las soluciones a los problemas que plantea el aborto van más allá de las reformas legislativas; Sandoval Manuel quien concluye que el Perú es el país latinoamericano con mayor número de abortos; Casanova Romero plantea al aborto eugenésico como causa de justificación para la realización del mismo; el aborto se encuentra entre el  conflicto de intereses entre la vida del concebido y la madre la que no se le puede exigir que se haga cargo de un niño con tan grabes anomalías. 

Es así que algunos autores nos presentan el respaldo y marco conceptual suficiente para seguir en nuestra investigación. En cuanto a las publicaciones científicas estas cada vez presentan una mayor especialización, permitiéndonos contar con instrumentos de diagnóstico más seguros y confiables.

En cuanto a los materiales y métodos en el presente trabajo se realizó un tipo de investigación descriptiva. Se llevó acabo un diseño de investigación comparada, exploratoria, descriptiva y estadístico. Se consideró como universo de muestra al distrito de Chiclayo. La muestra estuvo conformada por las encuestas  a los diferentes operadores jurídicos (jueces, fiscales y docentes) y el público en general así como madres gestantes. En la investigación realizada la encuesta con preguntas debidamente relacionadas con los objetivos y con el problema de investigación.

Tras la aplicación de la encuesta y la elaboración de las tablas correspondientes se obtuvo como resultado que la mayoría de personas encuestada consideraban acertado el hecho que en nuestro código penal se destipifique la figura del aborto eugenésico en casos de embarazos con malformaciones o taras incompatibles con la vida, considera que la despenalización de este tipo de aborto en particular no trae como consecuencia la afectación de los derechos fundamentales, se contempla que nuestro código penal no ha tomado en cuenta la repercusión que genera en la mujer el hecho de mantener el embrazo conociendo que el feto presentara malformaciones o taras incompatibles con la vida, ni tampoco en su salud psicoafectiva al tipificar la figura de aborto eugenésico, no aprueba la práctica médica de un aborto eugenésico en aquellos casos en donde la gestante presenta un feto con malformaciones o taras incompatibles con la vida.

Es así que en nuestro presente trabajo se ha demostrado que es necesaria la despenalización del aborto eugenésico en casos de embarazos con malformaciones o taras incompatibles con la vida, ya que esta práctica no vulnera los derechos fundamentales de la persona, por el contario el hecho de mantener este tipo de embarazos puede afectar a la madre en su salud física y psicoafectiva, por lo que se hace necesario brindar el respaldo legal para la madre y la práctica médica ante este tipo de embarazos, todo lo expuesto en el contexto de libertad decisión por parte de la gestante.

El investigador
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El presente trabajo de Investigación titulado “La despenalización del aborto Eugenésico, previo diagnóstico médico, y su cambio de denominación por aborto teratológico”, trata de responderse a la pregunta si ¿Resulta acertado que nuestro código penal mantenga la tipificación del aborto eugenésico en los casos de embarazos con malformaciones o taras incompatibles con la vida? Ante este cuestionamiento nos planteamos el objetivo de revisar el material jurídico doctrina, jurisprudencia, legislación comparada a fin que a través del análisis podamos resolver esta interrogante.

Para ello se expone el fundamento jurídico y médico, este último nos ayudara para la mejor comprensión de saber, cuando estamos ante el caso de una grave tara física, que imposibilite la vida de seguir viviendo, puesto así es que plasmamos nuestro tema de investigación en los siguientes capítulos.

En el Capítulo I, presentamos como punto de partida la problemática observada en pos de ello se plantea el problema, se formula los objetivos, la justificación, la hipótesis que se pretende establecer.

En el Capítulo II, denominado Marco Teórico, presentamos los antecedentes del estudio y los planteamientos teóricos propiamente dichos, estos fundamentos teóricos parte de un análisis normativo legal, jurisprudencia comparada, principios, y el aporte del  conocimiento medico de las distintas malformaciones congénitas.

En el Capítulo III, tomamos una caso especial que se dio en nuestra legislación K.LL vs Perú, desde el análisis de los hechos desarrollo procesal y sus apreciaciones finales, así como la hipótesis general y especifica con sus respectivas variables.

El Capítulo IV, lo constituye los materiales y métodos usados para este proyecto de investigación, así como la población y muestra recogidas para el análisis de la encuesta.

         EL Capítulo V, Se presenta los resultados que arrojaron nuestra encuesta.

        EL Capítulo VI, Se presenta la discusión de resultos de nuestro tema de investigación.

        EL Capítulo VII,  Se presenta las conclusiones de la investigacion y complementándolas con los resultados arrojados en la encuesta.

     Los Capítulos VIII, Se presenta la propuesta final del tema de tesis.
     Los Capitulo IX y X, XI, representa los Recursos utilizados, el presupuesto y el costo total de la elaboración de la tesis desarrollada.
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1.1. [bookmark: _Toc515788640]Antecedentes al problema
Desde tiempos remotos la especie humana ha afrontado problemas de subsistencia y desarrollo. La historia está precisamente para ser el relato de esa tragedia precisada en el existir a través del tiempo y de las eras. Un elemento de esa problemática viene a ser el aspecto de la raza. Dentro de lo racial a su vez ha interesado a la humanidad que sus hijos nazcan física y psíquicamente sanos, con las diferenciaciones no sustanciales propias de cada región o espacio geográfico.
En la edad antigua  y en particular en el pueblo espartano, a los niños que nacían con diversas malformaciones físicas o psíquicas se les aniquilaba como medida profiláctica, para mantener el cuerpo social puro y exento de cualquier error o distorsión. Se daban casos en que los arrojaban al mar desde enormes acantilados o peñascos. Cuanto más rápido se ejecutaba la medida era mejor para la comunidad, puesto que estos consideraban que el nacer con ciertas anomalías distintitas al resto los hacia torpes y brutos para el resto de sus vidas, por lo que optaban por sacrificarlos.
Con el advenimiento del cristianismo y del budismo el mundo experimenta un profundo cambio a nivel de los sentimientos de la humanidad, pues la compasión se extendió hacia la generalidad de la misma y con validez respecto al reino animal. Pero las religiones del amor poco pesaron frente a fríos cálculos de intereses grupales o partidarios, como aconteció con los que defendían y propugnaba el partido nacional socialista alemán. Los nazis actualizaron para el siglo XX, viejos apotegmas del cuerpo social elevado a la categoría de espíritu y alma general del pueblo. El denominado sano sentimiento del pueblo alemán no descubrió nada nuevo, por más aterrador que haya sido. 
Sólo se limitó a actualizar viejas costumbres de sangre y horror de la humanidad recién en formación, aunque en algunos casos se potenciaron ciertos sectores de la eugenesia, pues el superhombre era el ario alemán del siglo pasado, que tenía que cobrarse la revancha de una derrota vergonzosa plasmada en la firma del Tratado de Versalles. (García, Tatum, Becker, Swanson, 2004).
Entonces partiendo de allí es que citando a nuestro código penal en su artículo 120, inciso 2, menciona : “El aborto será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres meses: .... Cuando es probable que el ser en formación conlleve al nacimiento graves taras físicas o psíquicas, siempre que exista diagnóstico médico”.  (Jurista Editores, 2017) esta hace mención a la eugenesia como tal , atribuyéndole que esta debe ser penalizada, es así que primero debemos entender de manera general que esta suele ser definida por Científicos y  médicos en términos de un "buen engendramiento", pero optaremos por una clara definición: al decir que : “la eugenesia viene a ser la aplicación de las leyes biológicas con miras al advenimiento de mejores linajes humanos.” (Amado Ezaine Chavez, 1996).
La justificación esgrimida a través de la historia para el mantenimiento de la eugenesia es que la misma propendería al mejoramiento individual y social sobre la base de una herencia sana, para lo cual que tiende a la prevención de males hereditarios mediante la educación, la instrucción, para evitar los males de la herencia. 
Ahora ya partiendo según la diccionariografía mundial, la palabra "eugenesia" deriva del griego (eu = bien, génesis = engendramiento) (DICCIONARIO ENCICLOPEDICO SANTILLANA, 2000), y refiere a la existencia de una ciencia que estudia la mejora de las especies vegetales y animales, mediante el control de la reproducción, que aplicada a la humanidad ha dado lugar a la teoría del matrimonio eugenésico, favorecida por Estados y movimientos racistas, aunque en la actualidad la eugenesia se aplicaría en la planificación familiar, en la prevención de anormalidades físicas y psíquicas .
El desarrollo de la humanidad, lejos de ser lineal y de progresión infinita, tiene un carácter complejo, en donde están presentes tanto las progresiones o avances como los retrocesos o pérdida de lo avanzado, en mayor o menor medida, de acuerdo a la dimensión de la pérdida. En ese sentido, se habla de redescubrimiento cuando se vuelve a descubrir lo perdido. Esto tiene aplicación al campo de la eugenesia y su asimilación en la ciencia jurídica penal como un tipo de aborto en concreto.
La piedad o compasión, que el budismo y el cristianismo elevan a la categoría de factor central, era impensable en tiempos de barbarie y del albor de la conciencia. Las tribus de la humanidad en formación no detentaban el sentimiento espiritual de conmiseración hacia los restantes seres vivientes del planeta. Pero tal sentimiento posteriormente se logró de la mano de ilustres representantes de la especie. En ese marco, la legalidad y aceptación de la eugenesia desaparece para dar cabida a la condena y franco rechazo de la misma, a la par de los sacrificios, que ceden ante las ofrendas incruentas hacia la divinidad.
El tratar sobre el posible nacimiento de concebidos, cuando médicamente se diagnostica que nacerán con graves taras físicas o psíquicas constituye un aspecto importante y a la vez controvertido. En la actualidad muchas mujeres atraviesan por la difícil disyuntiva de abortar o no cuando toman conocimiento que sus hijos al nacer presentarán malformaciones congénitas o alteraciones psíquicas graves, que comprometerán seriamente su desarrollo normal, y no tienen otra alternativa que aceptar su maternidad por temor a que por su decisión de abortar sean sancionadas posteriormente por la imperativa decisión del Estado. La legislación peruana a diferencia de otras, sanciona el Aborto, sin embargo pese a que nuestra ley penal se caracteriza por su destacada repercusión represiva, nada se ha podido hacer por evitar el aborto clandestino, por lo que las madres gestantes hacen caso omiso. Lo que nos lleva a concluir que la política criminal en materia de aborto en nuestro país es ineficaz y discorde con las necesidades sociales. La práctica del aborto clandestino tiene alarmantes consecuencias, primero, con la mujer misma, por el grave riesgo que comporta el aborto para su vida y salud física o mental, y segundo, con el Estado por los altos costos de hospitalización y asistencia médica que trae consigo la atención post - aborto. Los profesionales de la salud no son ajenos a esta palpitante realidad. El tema del aborto está siendo analizado en continuos Congresos y Foros médicos pues la práctica abortiva clandestina es una de las primeras causas de mortalidad materna y fuente de sufrimiento para muchas mujeres. Respecto al tema del aborto eugenésico, son pocos los casos que se expone en  monográficos o tesis, puesto que al ser un tema muy controversial se abstienen de hacerlo, no obstante cada individuo en su libre albedrio puede darse con la satisfacción que es un tema para explotar y sustentar de dos formas como las médicas (alteraciones psicológicas) y las legales (derecho comparado). 
El único antecedente legislativo es el Proyecto del Código Penal de 1990, en el que se preveía la impunidad del aborto, cuando fuera realizado por razones terapéutica, eugenésica, o criminológica. Sin embargo en el texto definitivo, sólo se mantuvo como acto lícito el primero, estipulándose tan sólo la atenuación de la pena respecto de los otros dos. Dentro del Derecho, no existe un criterio unánime acerca de la penalización del aborto eugenésico. Un sector de la Doctrina está a favor de su sanción, pues parten de un criterio cerrado y conservador de protección a la vida en cualquiera de sus condiciones. Otro sector de la Doctrina se pronuncia a favor de la despenalización del Aborto Eugenésico pues señala, que la exigencia del legislador es excesiva, en cuanto prácticamente obliga a la madre asumir un sacrificio material y espiritual como es el tener a un hijo psíquica o físicamente anormal. (Pérez Calderón, Wuilmer Alberto, 2009).
La propuesta de despenalización del aborto eugenésico encuentra su sustento en criterios médicos como jurídicos que ven en el tema del aborto eugenésico y del aborto en general un problema de absoluta importancia por las trágicas consecuencias que origina su práctica clandestina y por la vulneración de derechos elementales que le pertenecen a la mujer, como son el respeto a su libertad de conciencia e integridad psicológica, (Pace Lydia, 2005), en su estudio realizado sobre aborto legal en el Perú, encontró: a) Muchos de los médicos encuestados estaban inciertos acerca de la legislación peruana, especialmente la legalidad del embarazo en los casos de aborto en que se considera indispensable para proteger la salud de la mujer. b) La mayoría apoyaban un rango más amplio de indicaciones para el aborto de los que actualmente contempla la legislación. Se requiere mayor entrenamiento en los aspectos legales y técnicos de la interrupción legal del embarazo. 
El problema del presente estudio de investigación es establecer si la presencia de graves taras físicas y psíquicas en el concebido justifica la despenalización del aborto eugenésico. Ante el surgimiento de éstos casos el Código Alemán por ejemplo prevé que el médico puede interrumpir el embarazo cuando existan motivos serios para considerar que el nuevo ser padecerá de un daño irremediable en su salud debido a una disposición hereditaria o de influencias nocivas sufridas antes del nacimiento; daño que de ser de tal gravedad no se pueda exigir a la madre a conservar el embarazo. De igual manera el Código Penal Español estipula en sus dispositivos legales: Ley Orgánica 2/2010 de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo en su Artículo 15 Interrupción por causas médica (Ley Orgánica , 2010), que entró en vigor el 5 de julio de 2010 dejando fuera de la órbita del derecho penal las siguientes situaciones:
– El aborto realizado dentro de las 14 semanas de embarazo, siempre que se haya seguido el protocolo establecido por la ley y con consentimiento de la embarazada.
– La práctica del aborto entre las 14 y las 22 semanas de gestación, siempre que medie el consentimiento de la mujer y exista un grave riesgo para la vida o para su salud o riesgo de graves anomalías en el feto.
– En cualquier momento del embarazo, cuando se detecten anomalías fetales que sean incompatibles con la vida o en el caso de enfermedad extremadamente grave o incurable del feto la posibilidad de interrumpir el embarazo cuando se presenta alguna anormalidad en el feto; la que no debe ser simple sino de importancia y permanencia en el tiempo. (INSTITUCIONES, 2016).
[bookmark: _Toc499737392][bookmark: _Toc515788641]1.2.- Realidad Problemática
 La  realidad problemática se centra en la  madres embarazada, que previo diagnóstico médico se sabe que su hijo nacerá con una malformación congénita grave y eso hace que las pocas semanas o meses ese neonato fenezca, un caso muy puntual y severo es la conocida enfermedad llamada en medicina ANENCEFALIA (AL-Tubaikh, 2009), se sabe ya por la medicina que no tiene muchas probabilidades que viva, ya que fenecerá a los pocos días.
Entonces debemos entender de manera general que esta suele ser definida por científicos y  médicos en términos de un "buen engendramiento", pero optaremos por una clara definición: al decir de (Amado Ezaine Chavez, 1996) : “la eugenesia viene a ser la aplicación de las leyes biológicas con miras al advenimiento de mejores linajes humanos.” 
En la legislación peruana vemos que está como conducta punible tipificada en el denominado aborto eugenésico está previsto en el inciso 2 del artículo 120 del Código Penal peruano de 1991,: “El aborto será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres meses: .... Cuando es probable que el ser en formación conlleve al nacimiento graves taras físicas o psíquicas, siempre que exista diagnóstico médico”. (Editores, 2016).
Ante esto cabe la interrogante ¿por qué esta aún tipificada este ilícito penal?, si se sabe  por el hecho mismo que previo diagnóstico médico el galeno puede saber que el nacido fenecerá a los pocos días o semanas, cabe resaltar que esto tiene que ser para casos muy graves que conlleven a que el individuo deje de existir en poco tiempo, caso anencefálico (sin cabeza), porque hace sufrir a la madre y a sus familiares sobre las secuelas psicológicas que conlleven por el restos de sus vidas, donde quedaría su derecho a la libertad de elegir de optar y el conflicto de derechos cuando se opta por una vida que sabe que fenecerá al poco tiempo (caso del individuo con problemas físicos o graves taras físicas) contra el de la madre que aún tiene que vivir.
En lo que respecta a su cambio de denominación  “aborto eugenésico”, esta incurre en que el adjetivo eugenésico no está acorde a lo que menciona el legislador, por cuanto es de parecer que se tendría que decir Teratológico, dando así que el primero hace relevancia a el nombre de eugenésico que : es una filosofía social que defiende la mejora de los rasgos hereditarios humanos mediante diversas formas de intervención manipulada y métodos selectivos de humanos (Osborn, Frederick, 1993). Es así que se trata de la disciplina que busca aplicar las leyes biológicas de la herencia para perfeccionar la especie humana. En cambio el adjetivo Teratológico, si está acorde a lo que el legislador nos dice porque nos habla de malformaciones congénitas y gravas taras físicas que imposibilitan la vida del neonato.
  Con estas definiciones la más acertada al momento de denominar su tipificación seria “ABORTO TERATOLOGICO,” mas no aborto eugenésico porque se estaría refiriendo a un buen nacimiento por el hecho que como se mencionó líneas arriba esta hace referencia a la manipulación del hombre por mejorar la raza, puesto que están clara su etimología que el agregado en la realidad problemática de este capítulo seria primero DESPENALIZAR EL ABORTO EUGENESICO PREVIO DIAGNOSTICO MEDICO, y segundo su cambio de denominación de ABORTO EUGENESICO POR ABORTO TERATOLOGICO.
[bookmark: _Toc499737393][bookmark: _Toc515788642]1.3.- Planteamiento del problema
El presente proyecto de Tesis  se realizará bajo el entorno de la problemática general: “LA DESPENALIZACIÓN DEL ABORTO EUGENÉSICO”, a partir del análisis de la vida humana dependiente es decir de la vida intrauterina, que es aquella que aún se encuentra en el claustro materno y que por su estado de desarrollo no posee la capacidad de vivir fuera de él,  haciendo una explicación ordenada y clara de las ópticas médicas y jurídicas referentes al inicio de la vida humana que merece protección jurídica.   
Es así que si logramos analizar jurídica y medicamente la vida dependiente con graves taras físicas y psicológicas imposibilitan su vida después de nacido esta debería despenalizarse en el código penal, puesto que se estaría atentando contra la integridad psicológica y libertad de conciencia de la madre.
Respecto al tema de la problemática  específica del aborto en su cambio de denominación por “ABORTO TERATOLÓGICO”,  a mi parecer semánticamente no estaría relacionado su título   ABORTO EUGENESICO, con lo que quiere dar a expresar, que esta hace mención al ser que lleve graves taras físicas o psíquicas, y no al mejoramiento de la raza, como si es la  palabra EUGENESICO, por eso lo que respecta al parecer debería llevar el nombre de TERATOLOGICO.
[bookmark: _Toc515788643]1.4. Descripción del problema.
Hay que abordar en este capítulo es muy puntual solo la realidad problemática se centra en una madre que está gestando y previo diagnostico medico se sabe que su hijo esta con la malformación congénita que le impida vivir en toda su vida como una persona normal,  un caso muy puntual es la enfermedad llamada en medicina ANENCEFALIA (sin cabeza), (Al-Tubaikh, 2009), se sabe que estos nacidos su tiempo de vida es solo días y por eso se plantea la siguiente interrogante: ¿es justo que la madre vea que su hijo nacerá con graves taras físicas y este fenecerá a los pocos días?.
Es con esto que un gran sector de la población quiere despenalizar el aborto, el otro sector elevar más las penas porque como sabemos, no hay una pena privativa efectiva.
En las últimas tres décadas, la legislación sobre el aborto inducido ha sido objeto de cambios en casi todos los países, con una tendencia general cada vez menos restrictiva.
Algunos países que antes sólo permitían el aborto cuando era necesario para salvar la vida de la mujer, han modificado su marco legal para incluir motivos eugenésicos, económicos o sociales, y así sucesivamente.
Se buscó información y  estadística sobre el tema de aborto para encontrar cifras lejanas a la realidad. Se trazó, al menos desprolijamente un bosquejo del fenómeno del aborto eugenésico en nuestro país y resultó una cruzada casi destinada al fracaso: la ausencia de estadísticas actualizadas que permitan dimensionar con precisión su alcance se presenta como el principal escollo. Ocurre que los datos que existieron no reflejan las cifras reales de las interrupciones intencionales de los embarazos y sólo es posible acercarse a algún indicador a través del registro de las situaciones en las que el intento se complica y obliga a la mujer a recurrir a las instituciones de salud para salvar su vida. El resto de las intervenciones que no derivan en cuadros infecciosos o hemorragias simplemente permanece en el terreno de las presunciones y son difíciles de cuantificar.
En este caso mi propuesta giró por una especial forma de aborto como es el aborto eugenésico en casos de embarazos con malformaciones o taras incompatibles con la vida.
Como se da en estos tipos de abortos en los caso de los fetos anencefálicos donde se puede producir que el feto muera dentro del vientre, que muera al nacer o inmediatamente después de nacer. Lo que se pretendió hacer es “resguardar” a la mujer gestante, despenalizando el aborto cuando presenta un embarazo donde exista un diagnóstico médico con probabilidad de que dicho producto nacerá con un defecto o enfermedad que sean incompatibles con la vida y junto a ello, traigan consigo consecuencias de trastornos psicológicos para la madre.
Nuestro código penal regula en el artículo 120 lo siguiente: “El Aborto será reprimido con pena privativa de la libertad no mayor de tres meses: 1.- Cuando el embarazo sea consecuencia de violación sexual fuera de matrimonio, o inseminación artificial no consentida y ocurrida fuera del matrimonio, siempre que los hechos hubieran sido denunciados, o investigados cuando menos policialmente; o 2.- Cuando es probable que el ser en formación conlleve al nacimiento graves taras físicas o psíquicas, siempre que exista diagnóstico médico”. (Jurista & Editores, 2017).
Asimismo tal como consta en la constitución política del Perú regulado en su artículo 2 se hace mención del derecho a la libertad de decisión de cada persona. Como ya sabemos nuestra libertad de decisión es un derecho que debemos asumir con responsabilidad y por lo tanto implica seguir las reglas establecidas, que nos protegen y nos dan un orden, para que podamos disfrutar de nuestra vida, respetando nuestros valores y dignidad como personas, promoviendo el progreso social, elevando nuestro nivel de vida, dentro de un marco de libertad, justicia, igualdad y paz.
Por lo tanto, consideramos que la penalización del aborto es otra forma de discriminación a la mujer, combatir esa forma de discriminación velada, oculta, escamoteada por la maraña de los prejuicios y de los intereses creados, significa no sólo luchar por la Emancipación de la mujer, sino batallar sin descanso para acercarnos, cada día más al imperio de la libertad y la democracia. Y es así que se está de esta manera vulnerando su derecho a libertad, a que ella escoja si quiere tener o no a la criatura sabiendo que morirá en pocas semanas.
Pues tenemos que avocarnos a la libertad de decisión, que toda mujer debería tener por ser uno de sus derechos fundamentales; más aún cuando se encuentra dentro de un embarazo en donde el diagnóstico médico asegura con probabilidad y certeza que el producto de la concepción posee malformaciones o taras incompatibles con la vida, creando una serie de problemas a posteriori, cuando precisamente el delito consiste en condenar a la madre a traer al mundo un ser que no va a vivir más de cuatro días por presentar garrafales taras que lo hacen incompatible con la vida, así no estamos aplicando el principio de igualdad que toda persona posee ante la ley.
El enfoque de esta tesis fue para reflexionar acerca de los beneficios que conllevaría a considerar el aborto, sólo como una opción en los casos de madres gestantes que posean un embarazo con malformaciones o taras físicas incompatibles con la vida, tomar como una opción sin restricciones penales y sobre todo por el dolor que padecen no solo las madres sino también sus familias, es por eso que merecemos una legislación más justa, que permita a las mujeres mejores calidades de vida a futuro y en corto plazo, una salud que no altere sus vidas, que les garantice que no morirán a causa de las condiciones en que les fue practicado el aborto.
El Comité de Derechos Humanos de la ONU admitió el derecho al aborto cuando este en serio peligro la salud de una mujer. Fue en relación al caso de la peruana Karen Noelia Llantoy Huamán, quien pidió una condena de la ONU contra el Perú, porque no se le practicó un aborto en un hospital limeño. (RIGHTS, 2008).Exhibía como “argumento” para el aborto un certificado médico que indicaba que la joven llevaba un feto anencefálico y que continuar con el embarazo ponía en riesgo la vida de la gestante. . El médico gineco-obstetra informó a la adolescente de los riesgos de una gestación de esas características y le informó sobre sus opciones de continuar o interrumpir el embarazo. K.L. decidió interrumpir y su madre presentó una solicitud a la dirección del hospital para tal efecto, la solicitud le fue denegada porque se consideró que se trata de un aborto punible según el artículo 120 del Código Penal que contemplaba los casos de malformaciones fetales. Dado que el aborto fue negado, K.L. continuó la gestación la que la dejó sumida en una profunda depresión y con necesidad de tratamiento médico por una infección ginecológica. 
El Comité acogió las declaraciones médicas que indicaban que un embarazo de feto anencefálico conllevaba un riesgo vital y secuelas psicológicas severas y en esa medida señaló que el Estado peruano violó el artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP). Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos.
El Comité entendió que en la legislación interna estaba permitido que se practiquen abortos en caso de riesgo para la salud de la madre y, a la luz de las, dictamen aprobado el 24 de octubre de 2005. Disponible en Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 7. [footnoteRef:1]Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos y pruebas presentadas, determinó que en el caso esas condiciones estaban presentes por lo que la negativa a prestar el servicio violó el artículo  del PIDCP.  [1:  Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 7º. Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos.
] 

En tanto no se acreditó que se hubiera brindado a K.L. atención especial por su condición de menor de edad, se declaró también una violación al artículo 24 del PIDCP. [footnoteRef:2] [2:  Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 24º. 1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado. 2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y deberá tener un nombre. 3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad. 
] 

En el dictamen del caso, además de declarar la violación de los derechos indicados, el Comité de derechos Humanos recordó la obligación del Estado de proporcionar a K.L. un recurso efectivo que incluyera indemnización y la Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 17. [footnoteRef:3] (Comite de Derechos Humanos,K.L. vs. Perú, 2005).  [3:  Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 17º. 1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques.] 

Volviendo al tema central lo médicos están preparados para evaluar en qué medida el embarazo no deseado compromete la salud física de la madre, y de decidir cuándo un aborto es terapéutico y cuándo es eugenésico.
Existen numerosas enfermedades que tienen su origen en anomalías genéticas y cromosómicas transmitidas por vía hereditaria; hay también enfermedades infecciosas que son contraídas por la mujer durante la época del embarazo, presumiblemente estas producen malformaciones en el feto y el bebé nace discapacitado. 
Los grandes adelantos científicos permiten en la actualidad conocer la situación de salud o de enfermedad del feto y existen cerca de cincuenta enfermedades que pueden ser curadas en el mismo estadio fetal, el más importante y difundido actualmente es la amniocentesis acompañada del examen y estudio del líquido amniótico.
La amniocentesis consiste en una punción trans-abdominal y trans-uterina que permite llegar con una aguja a la cavidad amniótica y extraer una muestra del líquido amniótico en el cual el feto está inmerso (RP, 1986). 
Este procedimiento se realiza generalmente con fines diagnósticos de maduración, vitalidad fetal, insuficiencia placentaria y de incompatibilidad del factor RH. Este artificio técnico sirve para obtener información de la constitución genética del feto al extraer células fetales que normalmente hay en él. Estas se cultivan y estudian cromosómicamente, la técnica no es sencilla y es siempre riesgosa para el feto, pero se puede así obtener informaciones sobre el sexo del bebé, enfermedades ligadas al sexo, defectos metabólicos y permite también el diagnóstico de aberraciones cromosómicas como es el síndrome de Down.
En consecuencia, todos estos métodos ordenados en sí mismos a una finalidad terapéutica, pueden ser utilizados para el diagnóstico precoz de fetos con malformaciones congénitas incompatibles con la vida y de esta manera ser utilizados para indicar el aborto eugenésico, evitando el nacimiento de niños con malformaciones.
[bookmark: _Toc499737394][bookmark: _Toc515788644]1.5.- Formulación del problema.
[bookmark: _Toc499737395][bookmark: _Toc515788645]1.5.1.-Problema Principal
Respecto a la problemática general de formular el problema central de esta investigación tendría para bien evaluar en qué medida es justo que la madre prolongue el final de vida en su hijo cuando el diagnostico medico indica que solo vivirá por unos días y es justo para el neonato que sufra por al no encontrarse con sus signos vitales bien regulados, es así que nos realizamos la siguiente interrogante:
¿Si se determinara los embarazos eugenésicos con graves taras físicas y psicológicas imposibilitan la vida después de nacido, debería despenalizarse del código penal?
[bookmark: _Toc499737396][bookmark: _Toc515788646]1.5.2.-Problema específico:
  En lo que conlleva a la problemática específica de formular en que se debería cambiar la denominación de Eugenésico a Teratológico, sería lo más apropiado semánticamente ya que ambas tienes significados distintos, la primera hace alusión a las mejoras de la raza, y la otra a las malformaciones congénitas, ambas muy diferentes, es así que nos realizamos la siguiente interrogante:
[bookmark: _Toc499737397][bookmark: _Toc497772787]¿Si se explicara semánticamente que el significado de Eugenésico no tiene relación con lo tipificado, este podría cambiar su denominación en el código penal?
[bookmark: _Toc515788647][bookmark: _Toc499737398]1.6.-   Objetivos
[bookmark: _Toc515788648]1.6.1.- Objetivo general. 
· Proponer los supuestos jurídicos y médicos para que se despenalice el Aborto Eugenésico en el Perú.
[bookmark: _Toc499737399][bookmark: _Toc515788649]1.6.2.- Objetivo específico
· Analizar la semántica correcta para el cambio de denominación de Aborto Eugenésico en el código penal.
[bookmark: _Toc499737400][bookmark: _Toc515788650]1.7.-   Justificación, Hipótesis y variables
[bookmark: _Toc499737401][bookmark: _Toc515788651]1.7.1. Justificación
[bookmark: _Toc499737402]En el presente trabajo de investigación de hace un arduo seguimiento en doctrina, jurisprudencia comparada, para que se puede despenalizar el tipo penal de aborto, en su modalidad de aborto eugenésico, claro está bajo previo diagnóstico médico, claro está puesto que no es cualquiera la enfermedad que debe ostentar, si no aquella que conlleve graves taras y físicas del concebido, y que al analizar este estaría atentando contra el derecho de la liberta de elegir de la madre, y atentando contra su integridad psicológica. Y para darle mayor énfasis al estudio de esta investigación se cree conveniente cambiar el título que del aborto como EUGENESICO, debiendo llamársele TERATOLOGICO, por cuanto su semántica seria la apropiada, claro está investigando la terminología esta se aprecia claramente que el nombre más acorde seria este último.
[bookmark: _Toc515788652][bookmark: _Toc499737431]1.7.2.-Hipótesis.
[bookmark: _Toc499737432][bookmark: _Toc515788653]        A) General.
· EL aborto Eugenésico en el Perú se despenalizara, si  encontramos los    fundamentos jurídicos y médicos necesarios.
[bookmark: _Toc499737433][bookmark: _Toc515788654]        B) Especifica.

· Si encontramos la semántica apropiada se podrá cambiar la denominación de aborto eugenésico en el código penal.
[bookmark: _Toc499737434][bookmark: _Toc515788655]1.7.3- Variable General                                                 
[bookmark: _Toc499737435]
          A)- Variable independiente.                                       A) Variable Dependiente
            - Fundamentos jurídicos                                       - La despenalización del Aborto
            - Fundamentos médicos        
                              
[bookmark: _Toc515788656]1.7.4.-Variable Específica

[bookmark: _Toc499737436]          B) Variable dependiente.                                             B) Variable Dependiente
           - Fundamento semántico                                       - Cambio de denominación



[bookmark: _Toc515788657][bookmark: _Toc499737403]CAPITULO II
[bookmark: _Toc515788658]MARCO TEORICO
[bookmark: _Toc515788659]2.1.- Antecedentes
El 06 de octubre 2009, la Comisión Revisora del Código Procesal Penal decidió, por 4 votos a favor, 2 en contra y 2 abstenciones, despenalizar el aborto eugenésico en Perú (cuando es comprobado que el niño nacerá con una malformación) y el mal llamado aborto sentimental (cuando el niño fue concebido por violación sexual). La polémica se ha iniciado en todo el país desde ya por tratarse de quien tuviera el derecho de decidir si la madre gestante o el neonato. (Palomino, 2009).
            Algunos antecedentes se mostrarán a continuación:
    Una comisión del congreso peruano modificó los artículos 114 al 120 del Código Penal relativos al aborto. El más polémico es el último, referido a aborto en dos situaciones: 
-Aborto eugenésico: Llamado así porque se interrumpe la vida de un feto con graves malformaciones congénitas, o taras físicas o psíquicas que han sido comprobadas por un médico especialista.
-Aborto por violación sexual. 
Ambos casos son castigados por el actual Código Penal con solo tres meses de pena privativa de libertad, aunque en la práctica no hay cárcel efectiva. Por ahora, solo nos centraremos en el tema que estamos dando a conocer en este proyecto el llamado aborto eugenésico.
El análisis jurídico y medico en este tema es muy amplio y será enriquecedor para todos nosotros se han revisado diversos materiales virtuales, físicos, revistas médicas, leyes de  derecho comparado respecto a otras legislaciones donde ya se habría despenalizado este tipo de aborto, principios rectores del derecho pena, otras en donde se ha encontrado algunas informaciones sobre el aborto en general, los cuales son útiles para nuestra sustentar de manera certera la despenalización del aborto eugenésico, es así que se mencionaremos para empezar algunos tratados de personajes nacionales como internacionales:
[bookmark: _Toc499737405][bookmark: _Toc515788660]2.1.1.-Tratadistas Nacionales
1)  Que, la práctica de la eugenesia partía de un planteamiento empírico, qué individuos tienen cualidades deseables o indeseables, y fomentar o dificultar su reproducción según sean sus cualidades. Hoy, por el contrario  se tiende a asociar la práctica de la eugenesia con los análisis genéticos y de la selección según los genes (no según las características), siguiendo en esto la confusión contemporánea de que toda característica está determinada por un gen (Pardo Antonio, 2010).
2)  Tesis de grado “El aborto en México”. Es necesario considerar que las soluciones a los problemas que plantea el aborto van más allá de las reformas legislativas. La disminución sustancial de las complicaciones y las muertes causadas por el aborto inseguro supone un respaldo político al más alto nivel, que garantice tanto la opción voluntaria de las mujeres para interrumpir el embarazo como el acceso a servicios de aborto en las instituciones públicas de salud, con alta calidad y cobertura amplia, (Gonzales de Leon, Deyanira, 1978).
3) “El aborto en zonas andinas”, Tesis para optar título de abogado, su conclusión fue en eventos internacionales se ha concluido que el Perú es el país latinoamericano con el mayor número de abortos, seguido de Brasil y Argentina. Por cada mujer que muere por aborto hay 10 ó 15 mujeres que quedan incapacitadas para procrear o sufren de procesos crónicos dolorosos. Hay referencias anecdóticas que indican una alta tasa de complicaciones por aborto entre las mujeres de las zonas urbano-marginales, que por temor a las consecuencias legales y personales no llegan al hospital a solicitar tratamiento para las complicaciones. (Sandoval Manuel, 2006).
4)  En "Derecho Penal", este trabajo se basa primordialmente al capítulo del aborto, presenta solo la argumentación jurídica, donde se puede distinguir las diversas posiciones que son la de los tratadistas católicos, los movimientos liberales y la del modo realista. Se tiene conocimiento que el actual Corpus Iuris penales, se basa en una tendencia realista y católica. Donde no se llega a definir la primacía de ninguno de éstos movimientos, sino implícitamente la católica. Pero la parte más interesante y esencial del capítulo es la utilización y definición de las fuentes del derecho penal, como se presenta: el tipo penal; su tipicidad objetiva, en la que debemos resaltar la importancia del bien jurídico protegido y la identificación tanto del sujeto activo como pasivo; su tipicidad subjetiva, donde se presencia el dolo en la comisión de las conductas explicadas; la antijuricidad, la culpabilidad y la consumación del delito. También se pueden presentar grados de tentativa. Al final se ve la penalidad, donde después del debido proceso, se prescribe la pena, (Salinas S, Ramiro, 2004).

5)  Completa dicho texto expresando: “Por tanto, no se trata en esta indicación de proteger intereses de política demográfica tendentes a paliar el constante deterioro de la genética de nuestra especie; como tampoco de una compasión hacia el feto, al que se eliminaría con el fin de evitarle, una vez nacido, una vida llena de sufrimientos y de dificultades personales y sociales”. De acuerdo con la ley el fundamento de esta indicación, concebida como causa de justificación, se encuentra en el conflicto de intereses entre la vida del concebido y la madre a la que no se le puede exigir que se haga cargo de un niño con tan graves anomalías. (Cassanova Romero, 1996).
6)  “La despenalización del Aborto,” su conclusión fue: En un estado democrático, el derecho ha de salvaguardar la posibilidad de que coexistan los distintos credos morales propios de los diversos grupos sociales. Así, hoy se conoce generalmente que el estado no puede imponer por la fuerza del derecho una determinada religión ni sus principios de fe. De ahí que la cuestión de la despenalización de determinados casos de abortos deba abordarse por el legislador desde la óptica del derecho penal y no de una religión o una moral, (Mir Puig Santiago, 1996).
7)  En su trabajo de investigación titulado: “Aborto Espontaneo”, que consiste en la expulsión involuntaria del embrión o feto no viable por causas patológicas o accidentales no previstas, y el aborto inducido o provocado, que consiste en la interrupción deliberada del embarazo por la extracción del contenido de la cavidad uterina. Es, por tanto la eliminación deliberada y directa de una vida humana, en la fase inicial, que va desde la concepción hasta el nacimiento, (Moreno Umaña Jaime, 2006).
8) En su trabajo de investigación titulado: “Conferencia Epíscopal Española”, llegó a la siguiente conclusión: La medicina entiende por aborto toda expulsión del feto, natural o provocada, en el periodo no viable de su vida intrauterina, es decir, cuando no tiene ninguna posibilidad de sobrevivir. Si esa expulsión del feto se realiza en período viable pero antes del término del embarazo, se denomina parto prematuro, tanto si el feto sobrevive como si muere. (Urteaga Jesus, 2006).
9) En su trabajo de investigación titulada: El aborto entre la moral y el derecho. Llegó a la siguiente conclusión:
Por aborto se suele entender aquella particular acción mediante la cual se interrumpe la gravidez de una mujer, impidiendo el sucesivo desarrollo y nacimiento, al final del proceso gestativo, a un ser humano. Si la observamos detenidamente, en esta primera propuesta definitoria se encuentra dos distintas modalidades de interrupción de gravidez, la voluntaria y la involuntaria.
El aborto eugenésico se toma en consideración, introduciéndolo como causa de excepción de la pena, únicamente en ocho entidades federativas. La excepción también en este caso se hace difícil cuando se trata de pasar  de la regla abstracta a la práctica cotidiana y real, en primer lugar, porque en general se requiere el parecer del personal médico, quien debe atestiguar la posibilidad del nacimiento de un ser con deficiencias graves, (Renteria Diaz Adrian, 2001).
10) En su trabajo de investigación titulado: El derecho a la vida y el aborto. Llegó a la siguiente conclusión:
La no viabilidad del feto, aspecto que distingue el aborto del parto prematuro y del infanticidio. La no viabilidad del feto diferencia el aborto del parto prematuro provocado, porque es obvio que en este último supuesto también hay una interrupción del embarazo, lo que ocurre; es que en el parto prematuro el feto ya es viable, esto es, ha logrado un grado de desarrollo tal que puede subsistir en el claustro materno, al paso que en el aborto el feto aún no es viable, todavía necesita de la madre como dependencia, ambiental para poder vivir. 
Ahora bien, si el feto es viable y se le mata bien en el claustro materno o fuera del claustro materno estamos ante otro atentado a la vida humana: el infanticidio. Lo que diferencia el aborto del infanticidio es que en el primer tipo de acto injusto-el aborto no es viable, mientras que en el segundo tipo de acto injusto el infanticidio el ser humano ya es viable. (Herrera Francisco Jose, 1999).
     11) En su trabajo de investigación titulado: Tratado de Ginecología. Llegó a la siguiente conclusión: “La interrupción del embarazo, desde su iniciación hasta la décima semana, recibe el nombre de aborto precoz. Desde la once a la veinte semana, aborto tardío. A partir de la semana veinte una y hasta la veinte ocho se llama parto. (Botella Ilusia Jose, 1993)
      12) (Sandoval Paredes, Jose, 2008). En "El aborto." Sostuvo que: "el mismo continúa siendo un problema de salud pública y las leyes restrictivas no han disminuido su práctica.” La condición de clandestinidad arroja, a cientos de miles de mujeres al año, a la exposición de su integridad física, cuando no, a la muerte propiamente.
Pero hay aspectos en la práctica médica del aborto que legalmente no pueden esperar un mayor debate y se hace imprescindible la opinión de los especialistas médicos en temas tan difíciles como, por ejemplo, el manejo legal de un embarazo con malformaciones incompatibles con la vida.
[bookmark: _Toc499737406][bookmark: _Toc515788661]2.1.2.-Tratadistas Internacionales
1) “Algunos debates constitucionales sobre el aborto”, artículo científico editorial Lexis Nexis-Universidad de Buenos Aires. (Romina Faernan , 2008), que tiene el siguiente resumen: En la República Argentina se practican alrededor de 500.000 abortos por año. La falta de conciencia y responsabilidad acerca de la propia salud reproductiva puede considerarse una explicación plausible de este hecho.
Pero las carencias económico-sociales de gran parte de las mujeres argentinas impiden la construcción libre o, por lo menos, en grado de igualdad con los hombres, de su propia subjetividad y consecuente autonomía para decidir. Simultáneamente, el aborto es la principal causa de muerte materna en este país. El régimen penal adoptado respecto de la interrupción intencional del embarazo puede ser señalado como causa eminente de ese estado de cosas. En este artículo se afirma entonces que lejos de alcanzar el objetivo supuestamente perseguido de disminuir la cantidad de abortos, la penalización vulnera los derechos más fundamentales de las mujeres, entre ellos, el derecho a la vida, a la salud, a la integridad física, a la autonomía personal y derechos sexuales y reproductivos en particular-, a la dignidad y a la igualdad. Y al sostener dicha afirmación, la autora intenta también rebatir las posturas que, a partir de la reforma de la Constitución argentina de 1994, la cual otorgó jerarquía constitucional a tratados internacionales de derechos humanos como la Convención Internacional de los Derechos del Niño y la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, pretenden sostener la consagración de la vida desde la concepción en dicha Constitución y la obligación de penalizar los casos de aborto sin ningún tipo de excepciones.
[bookmark: _Toc499737407][bookmark: _Toc515788662]2.1.3-.-Generalidades jurídicas sobre el aborto y descripción típica en la legislación penal peruana codificada.
La palabra aborto proviene del latín abortus, que a su vez deriva del término aborior, este concepto se utilizaba para referir a lo opuesto a orior, o sea, lo contrario a nacer. Por lo tanto, el aborto es la interrupción del desarrollo del feto durante el embarazo, cuando éste todavía no haya llegado a las veinte semanas. (Merino, 2008).
El denominado aborto eugenésico está previsto en el inciso 2 del artículo 120 del Código Penal peruano (Aborto Sentimental y Eugenesico, 2010), actualmente en vigencia. El tipo penal consiste en lo siguiente:
Artículo 120°. “El aborto será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres meses: (...) 2. Cuando es probable que el ser en formación conlleve al nacimiento graves taras físicas o psíquicas, siempre que exista diagnóstico médico.”
[bookmark: _Toc499737409]    2.2.1.- Tipicidad objetiva 
Se, manifiesta: “El aborto eugenésico es aquel que se produce con la finalidad de evitar el nacimiento de seres disminuidos sobre los que pesen graves taras o deformaciones e incapacidades de orden físico o intelectual. (…) (Francisco Chirinos Soto, 2008).El requisito consiste en el diagnóstico médico en orden a la probabilidad de que el feto adolezca de alguna grave malformación. (…)”. Se configura el delito denominado aborto eugenésico cuando el sujeto activo somete a práctica abortiva a una gestante al tener diagnóstico médico que el producto del embarazo nacerá con graves taras físicas o psíquicas. Sobre esta atenuante, (Alonso Raul Peña Cabrera, 2017), nos dice: “(...) En la Exposición de Motivos del C.P. de 1991, se afirma en el acápite segundo (innovaciones propuestas en la Parte Especial), lo siguiente: “También dentro del mismo título, el Código Penal prevé como delitos el aborto sentimental (o ético) y el eugenésico. De esta manera se protege el derecho a la vida del ser en formación, amparado constitucionalmente (art. 2 inc. 1), pues al que está por nacer se le considera nacido para todo cuanto le favorece”. Se deja de mencionar, el libre desarrollo de la personalidad de la gestante.
[bookmark: _Toc499737410]      2.2.2.-  Autoría y participación 
     Puede ser cualquier persona, desde la gestante que presta su consentimiento, hasta aquellas personas inescrupulosas que lucran con la práctica del aborto. No obstante, aun cuando la norma penal no resulta clara, pensamos que al hablarse de diagnóstico médico, el legislador ha querido señalar que las únicas personas con posibilidad de practicar el aborto eugenésico, son los profesionales de la medicina, pues se pretende no poner en riesgo la vida ni la salud de la gestante. 
[bookmark: _Toc499737411]     2.2.3.-Tipicidad subjetiva
 El sujeto activo debe tener conocimiento y voluntad de poner fin a la vida del feto, siendo consciente de la existencia de un diagnóstico especializado regularmente emitido, el cual indica la probabilidad que aquel sufre graves taras incurables. Si el agente actúa dolosamente sin conocer la existencia del diagnóstico médico que exige el tipo penal o sin efectuarlo o, en su caso, en el diagnóstico se indica que la tara del feto es curable después de producido el nacimiento, su conducta se adecuará a otro tipo de aborto mas no al eugenésico. 
[bookmark: _Toc499737412]   2.2.4.-Tentativa y consumación
    Igual que en todas las figuras delictivas de aborto, el injusto penal se perfecciona en el instante que se produce la muerte del producto de la concepción. De haberse dirigido la acción a lograr la muerte de aquel, sin obtenerlo, estaremos frente a la categoría de la tentativa. 
[bookmark: _Toc499737413][bookmark: _Toc515788663]2.3.- Base Teórica.

La primera ley aprobada, con relación del aborto fue el Código penal de 1863, que lo sancionaba penalmente. El aborto por móvil de honor y el aborto consentido por la mujer se consideraban atenuados. Este Código estuvo vigente hasta 1924, entrando en vigencia el Código Penal de 1924, el mismo que estuvo vigente durante 67 años. Esta norma punitiva sancionaba distintos tipos de aborto como son: el aborto propio, el aborto consentido, el aborto no consentido, el aborto perpetrado por profesionales, el aborto terapéutico, y el aborto preterintencional. Años más tarde se promulgó el Código Sanitario de 1969 que estableció el marco jurídico de las relaciones en el campo de la salud.
En el ámbito jurídico el enfoque del conflicto de derechos ha desplazado al viejo debate, al tradicional debate sobre el aborto eugenésico, que estuvo casi exclusivamente centrado en el inicio de la vida y en la cuestión de la personalidad moral del feto. Este enfoque parte por reconocer que ningún derecho es absoluto, que los derechos humanos son indivisibles, interdependientes e integrales, que no están jerarquizados ni hay un orden de prevalencia prefijado para ellos.
En el aborto eugenésico en casos de embarazos con malformaciones o taras incompatibles con la vida se encuentran involucrados derechos fundamentales, tales como el derecho a la vida de la persona por nacer, el derecho a la libertad de decisión de la mujer, el derecho a la salud física y psíquica de la madre y el núcleo familiar.
El derecho a la libertad está previsto en el artículo 3 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, donde menciona que : “Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”, (Unidos Por los derechos Humanos, 2008); en el art. 1 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, el cual manifiesta que “Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”, (OEA-Mas Derechos para mas Gente, 2015). El derecho a la salud se contempla en el art. 25 inc. 1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos , donde menciona que : “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado para la salud y el bienestar de sí mismo y de su familia, incluida la atención de los alimentos, vestido, vivienda y atención médica y los servicios sociales necesarios, y el derecho a la seguridad en el caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad” (Unidos por los Derechos Humanos, 2008); en los artículos VII Y XI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre art. VII “Todas las mujeres, durante el embarazo y el período de lactancia, y todos los niños tienen derecho a protección, cuidados y ayuda especiales” (OEA-Mas Derechos para mas Gente, 2015)., Art XI, menciona que :“Toda persona tiene el derecho a la preservación de su salud a través de las medidas sanitarias y sociales, relativas a la atención de alimentación, el vestido, la vivienda y la medicina, en la medida que permitan los recursos públicos y la comunidad”; en el art. 5 punto 1 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica) “Toda persona tiene derecho a que su integridad física, psíquica y moral sea respetada” (OEA-Mas Derechos para mas Gente, 2015); en el art. 10 y12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, “La protección debe conceder especial a las madres durante un período de tiempo razonable antes y después del parto (ACNUDH, 1996-2017). 
El derecho a la libertad, es un valor esencial e imprescindible del sistema democrático, y a la vez un derecho subjetivo fundamental, que se traduce en un conjunto de libertades específicas consagradas y contempladas El artículo 2.inc 24 de la Constitución Política del Perú; el artículo 9 Inciso 1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos :“Toda persona tiene derecho a la libertad ya la seguridad personales. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad salvo por las causas y de acuerdo con el procedimiento que se establecen por ley”; el artículo 7 del Pacto de San José de Costa Rica: Toda persona tiene el derecho a la libertad ya la seguridad personales. El Tribunal Constitucional ha dicho, que la Libertad personal, "es un derecho subjetivo, reconocido en el inciso 24 del artículo 2° de la Constitución Política del Estado y, al mismo tiempo, uno de los valores fundamentales de nuestro Estado Constitucional de Derecho, por cuanto fundamenta diversos derechos constitucionales a la vez que justifica la propia organización constitucional.
[bookmark: _Toc499737414][bookmark: _Toc515788664]2.3.1.-Desde la óptica jurídica
[bookmark: _Toc499737415][bookmark: _Toc515788665]        A. Los derechos fundamentales no son absolutos 
Los derechos fundamentales carecen de carácter absoluto, es decir no son derechos ilimitados. Y es que, como se ha destacado, su presencia en un determinado ordenamiento jurídico concebido como verdadero sistema justifica su naturaleza limitable, como dice (Solazabal Echevarria Jose, 1991):“pues todos se encuentran en relación próxima entre sí y con otros bienes constitucionalmente protegidos con los cuales, potencialmente, cabe 
el conflicto”. Por ello, ni siquiera el derecho a la vida es absoluto. Así lo ha reconocido nuestro Tribunal Constitucional en su sentencia de inconstitucionalidad del 3 de junio de 2005 (SENTENCIA DE INCONSTITUCIONALIDAD, 2004) “Exp. 2. 0050-2004- AI/TC, 0051-2004-AI/TC, 0004-2005-AI/TC, 0007-2005-AI/TC, 0009- 2005-AI/TC” , al señalar que: 
“Los derechos fundamentales, (…), no tienen la calidad de absolutos, más aún si en nuestro constitucionalismo histórico el derecho a la vida, a la propiedad, a la libertad, entre otros, tampoco la han tenido.” 
Incluso, en estos supuestos al favorecerse la vida y/o la salud de la madre también se ven garantizados otros derechos fundamentales como la integridad y seguridad personal, pues tal como lo ha expuesto el Tribunal Constitucional el derecho a la integridad personal es “un atributo indesligablemente vinculado con la dignidad de la persona y con los derechos a la vida, a la salud, a la seguridad personal y al libre desarrollo y bienestar.” En ese sentido, el Tribunal consideró en su resolución del 12 de agosto de 2004 (DERECHO A LA INTEGRIDAD, 2004) “Exp. N.° 2333-2004-HC/TC, Fundamento Jurídico 2”, que: 
“(…), el reconocimiento y defensa que el texto constitucional consagra a la vida humana, no supone llana y elementalmente la constitucionalizarían del derecho a la mera existencia, sino que abarca la responsabilidad de asegurar que ésta se despliegue con dignidad. Por ende, necesita y exige condiciones mínimas, entre las cuales ocupa lugar preferente el resguardo de la integridad humana en sentido lato. (Solazabal Echevarria Jose, 1991), la existencia de tales limitaciones deriva básicamente de las siguientes razones: el carácter universal o general de estos derechos,  que exige para un goce adecuado por todos sus titulares y su posible disfrute simultáneo, la necesaria coordinación que compatibilice y ordene su ejercicio, y como consecuencia de ello les imponga ciertas restricciones, y una concepción de los derechos fundamentales que no los considera elementos aislados, sino reconoce su indispensable coexistencia entre sí o con otros bienes jurídicos que también gozan de protección constitucional.
Tales afirmaciones, en la práctica constituyen uno de los temas más importantes de la disciplina constitucional. Ello se explica, entre otras razones, porque no resulta posible regular en los textos constitucionales todas las posibles restricciones a que estos derechos pueden estar sujetos; y, adicionalmente, acrecienta el interés por conocer el funcionamiento de los tribunales, pues serán ellos quienes en definitiva –a través de un adecuado ejercicio de la interpretación constitucional– determinarán la validez de los límites establecidos. 
Así, por ejemplo, en la experiencia española el Tribunal Constitucional, en una sentencia del 8 de abril de 1981, precisó los siguientes límites que operan sobre los derechos fundamentales (PAREJO ALFONSO, Luciano, 1981): 
i) Límites fijados directamente en la Constitución; 
ii) Límites derivados mediata o inmediatamente de la Constitución ante la necesidad de preservar o proteger otros derechos fundamentales ; 
iii)  Límites mediata o indirectamente derivados del texto fundamental por la necesidad de proteger o preservar otros bienes constitucionalmente tutelados. 
En el primer supuesto, se justifica tal limitación pues ella surge del propio texto constitucional. Así por ejemplo, la pena de muerte constituye un límite al derecho a la vida previsto expresamente por el artículo 140 de la Constitución. Lo que podría discutirse sería su conveniencia al interior de un ordenamiento determinado, mas no su recepción positiva.
En cambio, los dos últimos casos encuentran justificación en la que algunos autores denominan “teoría de los límites inmanentes a los derechos fundamentales”. 
Esta doctrina reconoce que tales derechos, por encontrarse dentro de un ordenamiento jurídico, deben conciliarse con los demás bienes que dicho ordenamiento protege, no pudiendo hacerse valer de modo absoluto frente a éstos, sin resultar un obstáculo la falta de expresa licencia constitucional para limitarlos. 
En los dos supuestos finales, no cabe resolver el conflicto suscitado aceptando de plano la superioridad de tal o cual derecho, pues no estamos ante un orden jerarquizado de bienes constitucionalmente protegidos. El probable conflicto debe ser resuelto en base a una ponderación que no pretenda hacer prevalecer uno sobre otro, sino que busque, en la medida de lo posible, la “concordancia práctica” de ambos derechos fundamentales (Solazabal Echevarria Juan Jose).
Así, por ejemplo, una persona, en legítima defensa, podría privar de la vida a quien amenaza con matarla. 
 El Código Penal (artículo 119), tal como lo establecen diversas legislaciones, regula el aborto terapéutico al precisar que: 
Artículo 119.- Aborto terapéutico. No es punible el aborto practicado por un médico con el consentimiento de la mujer embarazada o de su representante legal, si lo tuviere, cuando es el único medio para salvar la vida de la gestante o para evitar en su salud un mal grave y permanente. 
El legislador, al regular dicha modalidad de aborto, ha ponderado los derechos a la vida y la salud de la madre frente al derecho a la vida del concebido, para concluir que siempre que el aborto sea “el único medio” para garantizar la vida de la madre o un daño en su salud “grave y permanente” y medie consentimiento, “un médico” podrá practicar la interrupción del embarazo sin que dicha conducta pueda ser sancionada penalmente. 
Asimismo, el derecho a la integridad personal tiene implicación con el derecho a la salud, en la medida que esta última tiene como objeto el normal desenvolvimiento de las funciones biológicas y psicológicas del ser humano, deviniendo, así, en una condición indispensable para el desarrollo existencial y en un medio fundamental para alcanzar el bienestar individual y colectivo. 
Igualmente, el derecho a la integridad personal se entronca con el derecho a la seguridad personal, puesto que supone la convicción y certeza del respeto de uno mismo por parte de los demás, en tanto se ejercita un derecho y se cumple con los deberes jurídicos. En efecto, la seguridad personal representa la garantía que el poder público ofrece frente a las posibles amenazas por parte de terceros de lesionar la indemnidad de la persona o desvanecer la sensación de tranquilidad y sosiego psíquico y moral que debe acompañar la vida coexistencial.” 
Por tanto, puede afirmarse que al defenderse la vida y/o la salud de la madre a través del aborto terapéutico también se estarían protegiendo sus derechos a la integridad y a la seguridad personal. 
En consecuencia, el legislador penal ha efectuado un adecuado ejercicio de interpretación constitucional empleando el principio de la “concordancia práctica” y de razonabilidad que es pacíficamente aceptado por la doctrina y la jurisprudencia constitucional. Por ello, no cabe la menor duda respecto a que el aborto terapéutico cuenta con plena validez constitucional, pues se trata de una medida legítima que salvaguarda derechos fundamentales como la vida y la salud de la madre; además, es necesaria dado que, como lo indica expresamente el Código Penal, constituye la única medida para hacerlo. Por tanto, si el Congreso a través de una ley pretendiera eliminar la figura del aborto terapéutico incurriría en una evidente inconstitucionalidad al dejar en desamparo derechos fundamentales de la madre. Así por ejemplo, la Corte Constitucional de Colombia en su sentencia de 10 de mayo del 2006 señaló que cuando (Sentencia C-355/06, s.f.): 
“(…) está amenazada la salud y la vida de la mujer gestante, pues resulta a todas luces excesivo exigir el sacrificio de la vida ya formada por la protección de la vida en formación. En efecto, si la sanción penal del aborto se funda en el presupuesto de la preeminencia del bien jurídico de la vida en gestación sobre otros bienes constitucionales en juego, en esta hipótesis concreta no hay ni siquiera equivalencia entre el derecho no sólo a la vida, sino también a la salud propia de la madre respecto de la salvaguarda del embrión. 
Como ha sostenido esta Corporación en reiteradas ocasiones, el Estado no puede obligar a un particular, en este caso la mujer embarazada, a asumir sacrificios heroicos y a ofrendar sus propios derechos en beneficio de terceros o del interés general”. 
No obstante, en la experiencia cotidiana se han presentado diversos problemas de afectación de derechos fundamentales de las mujeres, debido a la negativa de las autoridades de hospitales públicos de practicar el aborto terapéutico por efectuar interpretaciones equivocadas que conducen a prohibirlo. Esta situación se agrava, pues la mayoría de mujeres que acuden a los hospitales públicos son personas de escasos recursos económicos, lo cual genera una situación de discriminación en cuanto al acceso a servicios de salud que garanticen sus derechos fundamentales. 
Uno de estos casos pudo llegar a los organismos internacionales de protección de los derechos humanos. Se trata del caso resuelto por el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas el 17 de noviembre del 2005 que ratificó la validez del aborto terapéutico y determinó que la negativa a practicarlo dispuesta por un hospital del Estado peruano afectaba derechos humanos reconocidos expresamente por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Nos referimos al caso de la menor KL (Comunicación Nº. 1153/2003), quien cuestionó la negativa del Director del Hospital Nacional Arzobispo Loayza de Lima a practicarle un aborto terapéutico pues venía gestando un feto anencefálico es decir, carecía de cerebro–, que no tenía posibilidad alguna de sobrevivir y cuya gestación más bien amenazaba su vida y su salud. Ante dicha negativa tuvo que dar a luz a una niña que a los pocos días falleció. El Comité consideró que “la negativa posterior de las autoridades médicas competentes a prestar el servicio pudo haber puesto en peligro la vida de la autora”, y además que: 
“6.3. (…) La omisión del Estado, al no conceder a la autora el beneficio del aborto terapéutico, fue, en la opinión de Comité, la causa del sufrimiento por el cual ella tuvo que pasar. El Comité ha señalado en su Observación General Nº 20 que el derecho protegido en el artículo 7 del Pacto no solo hace referencia al dolor físico, sino también al sufrimiento moral y que esta protección es particularmente importante cuando se trata de menores” 
Adicionalmente, el Comité consideró que se había afectado el derecho a la vida privada de la denunciante. 
“6.4 La autora afirma que al negarle la posibilidad de una intervención médica para suspender el embarazo, el Estado parte interfirió de manera arbitraria en su vida privada. El Comité nota que un médico del sector público informó a la autora que tenía la posibilidad de continuar con el embarazo o de suspenderlo de acuerdo con la legislación interna que permite que se practiquen abortos en caso de riesgo para la salud de la madre. (…). En las circunstancias del caso, la negativa de actuar conforme a la decisión de la autora, de poner fin a su embarazo, no estuvo justificada y revela una violación del artículo 17 del Pacto”. 
[bookmark: _Toc515788666]B.  Derecho a la salud y a la atención médica
En cuanto al derecho a la salud, entre el 10 y el 50% de las mujeres que han padecido abortos inseguros requiere atención médica postaborto por complicaciones tales como: abortos incompletos, infecciones, perforaciones uterinas, enfermedad pélvica inflamatoria, hemorragias u otras lesiones de los órganos internos, que si no son bien atendidas pueden terminar en muertes, lesiones permanentes o infertilidad, con lo cual se ven afectados seriamente sus derechos a la vida y a la salud. 
El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, en adelante “CDESC”, presentó su más completa evaluación del derecho a la salud en su Observación General Nº 14, donde explica que este derecho entraña tanto libertades como “el derecho [de las personas] a controlar su salud y su cuerpo, con inclusión de la libertad sexual y genésica”, así como un derecho tal como “el relativo a un sistema de protección de la salud que brinde a las personas oportunidades iguales para disfrutar del más alto nivel posible de salud”. (Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales).
 También exhorta a los Estados Parte a adoptar medidas para “mejorar (…) los servicios de salud sexuales y genésicos, incluido el acceso a la planificación de la familia, la atención anterior y posterior al parto, los servicios obstétricos de urgencia y el acceso a la información, así como a los recursos necesarios para actuar con arreglo a esa información”. 
Las observaciones finales del Comité han abordado el riesgo para la salud de las mujeres que supone la legislación restrictiva en materia de aborto, y han recomendado mejorar las condiciones médicas y sanitarias para la realización de abortos. 
A su vez, la Observación General Nº 24 del Comité para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, en adelante “CEDAW”, que hace referencia al tema de la mujer y la salud, señala la obligación de los Estados de respetar el acceso de la mujer a los servicios médicos y de abstenerse de poner trabas a las medidas adoptadas por ella para conseguir sus objetivos en materia de salud (Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, 1999).
El Comité de la CEDAW explica también que “el acceso de la mujer a una adecuada atención médica tropieza (…) con (…) obstáculos, como las leyes que penalizan ciertas intervenciones médicas que afectan exclusivamente a la mujer y castigan a las mujeres que se someten a dichas intervenciones”. Asimismo, señala que “en la medida de lo posible, debería enmendarse la legislación que castigue el aborto a fin de abolir las medidas punitivas impuestas a mujeres que se hayan sometido a abortos”. 
Igualmente, el CDN ha solicitado a los gobiernos que revisen las leyes que prohíben el aborto en aquellos casos en que los abortos inseguros contribuyen a generar altas tasas de mortalidad materna, y ha solicitado en algunos casos que se realicen estudios para analizar el impacto negativo que presentan los abortos ilegales. En otros casos simplemente ha expresado su preocupación por las altas tasas de mortalidad materna resultantes de los abortos en adolescentes, sin recomendar un remedio específico. 
[bookmark: _Toc499737416]      C)  Derecho a la no discriminación y derecho a la igualdad
Así, sobre el derecho a la no discriminación e igualdad ante la ley, como bien lo ha señalado el Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, “no es suficiente garantizar a la mujer un trato idéntico al del hombre. También deben tenerse en cuenta las diferencias biológicas que hay entre la mujer y el hombre y las diferencias que la sociedad y la cultura han creado”. (Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, 1992). En tal sentido, dado que el aborto es un procedimiento clínico requerido sólo por mujeres, es posible interpretar que el acceso a servicios de aborto legal y seguro resulta esencial para proteger los derechos de las mujeres a la no discriminación y a la igualdad sustantiva.
Este Comité ha dejado implícito en su Observación General sobre Mujer y Salud que la denegación de procedimientos clínicos requeridos sólo por las mujeres es una forma de discriminación en su contra. Además ha confirmado la obligación de los Estados de respetar el acceso de todas las mujeres a servicios de salud reproductiva, por lo que solicita que “se abstengan de poner trabas a las medidas adoptadas por la mujer para conseguir sus objetivos en materia de salud”.
En este orden de ideas el Comité explica que “el acceso de la mujer a una adecuada atención médica tropieza también con otros obstáculos, como las leyes que penalizan ciertas intervenciones médicas que afectan exclusivamente a la mujer y castigan a las mujeres que se someten a dichas intervenciones”; por lo que, recomienda que: en la medida de lo posible, debería enmendarse la legislación que castigue el aborto a fin de abolir las medidas punitivas impuestas a mujeres que se hayan sometido a abortos”. 
Teniendo en cuenta este contexto, en 1998 el Comité de la CEDAW exhortó a México a “que todos los estados de México revisen su legislación de modo que, cuando proceda, se garantice el acceso rápido y fácil de las mujeres al aborto” (Ibid. Observación Final. México. Doc. A/53/38/Rev.1, I parte. 6 de febrero de 1998, párrafo 426. ); de lo contrario, las mujeres se ven obligadas a continuar con embarazos no deseados, lo que afecta directamente a su proyecto de vida. 
En 1999 este Comité también emitió Observaciones Finales para Colombia, en las que fue suficientemente claro al indicar que las leyes que restringen el aborto afectan el derecho a la no discriminación en el acceso a la salud: 
El Comité observa con gran preocupación que el aborto, segunda causa de mortalidad materna en Colombia, es sancionado como conducta ilegal. (…)El Comité considera que esta disposición jurídica relativa al aborto constituye no sólo una violación de los derechos de la mujer a la salud y a la vida, sino también una violación del artículo 12 de la Convención [el derecho a servicios de salud sin discriminación]. ( Ibid. Observación Final. Colombia. Doc. A/54/38/Rev.1. 9 de julio de 1999, párrafo 393. ) 
El Comité de Derechos Humanos (CDH), ha establecido un claro vínculo entre la igualdad de las mujeres y la disponibilidad de información y servicios de salud reproductiva, incluyendo el aborto, en varias observaciones finales emitidas en relación con los informes periódicos de países de América Latina como Argentina, Ecuador, Colombia, y Guatemala. ( Comité de Derechos Humanos. Observación Final. Argentina. Doc. CCPR/CO.70/ARG (2000), párrafo 14; Observación Final del Comité de Derechos Humanos. Ecuador. Doc. CPR/C/79/Add.92 (1998), párrafo 11 y Observación Final del Comité de Derechos Humanos. Guat). 
Así, en el caso de Colombia señaló que: 
El Comité expresa su inquietud por la situación de las mujeres, quienes, a pesar de algunos avances, siguen siendo objeto de discriminación de jure y de facto en todas las esferas de la vida económica, social y pública… [y] por la alta tasa de mortalidad de las mujeres a consecuencia de abortos clandestinos. ( Ibid. Observación Final del Comité de Derechos Humanos. Colombia. Doc. CCPR/C/79/Ad.76 (1997), párrafo 24. ).
Finalmente, en su Observación General Nº 28, sobre el derecho al disfrute de los derechos políticos y civiles en pie de igualdad, el Comité de Derechos Humanos pidió a los gobiernos que incluyan información en sus informes periódicos sobre el acceso al aborto seguro para mujeres que queden embarazadas producto de una violación. 
Contar con esta información es muy relevante a fin de evaluar el acceso al aborto en determinadas circunstancias.
[bookmark: _Toc515788667]D.     Derecho a la libertad 
El derecho a la libertad, es un valor esencial e imprescindible del sistema democrático, y a la vez un derecho subjetivo fundamental, que se traduce en un conjunto de libertades específicas consagradas y contempladas (Constitucion Polica del Peru, 1993).El artículo 2.inc 24 de la Constitución Política del Perú; el artículo 9 Inciso 1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos “Toda persona tiene derecho a la libertad ya la seguridad personales”. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad salvo por las causas y de acuerdo con el procedimiento que se establecen por ley”; el artículo 7 del Pacto de San José de Costa Rica. Toda persona tiene el derecho a la libertad ya la seguridad personales, el Tribunal Constitucional ha dicho, que la Libertad personal, "es un derecho subjetivo, reconocido en el inciso 24 del artículo 2° de la Constitución Política del Estado y, al mismo tiempo, uno de los valores fundamentales de nuestro Estado Constitucional de Derecho, por cuanto fundamenta diversos derechos constitucionales a la vez que justifica la propia organización constitucional. (Jurista Editores, 1993).
El derecho a la libertad personal se ve vulnerado cuando la legislación penal establece medidas punitivas relacionadas con la privación de la libertad a aquellas mujeres que se someten a un aborto, o que se ven disuadidas de realizar esta práctica por temor a ser denunciadas a las autoridades policiales por los profesionales de la salud. 
En las observaciones finales para Perú, Colombia y Paraguay, el Comité de la CEDAW ha manifestado su preocupación por el encarcelamiento de mujeres que se han sometido a abortos ilegales, y ha exhortado a las autoridades a que suspendan la aplicación de esta medida. ( Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, 1996).
[bookmark: _Toc515788668]E.     Derecho a la privacidad
 El derecho a la privacidad es un derecho muy importante que ampara la decisión de las mujeres sobre la continuación o no con su embarazo sin interferencia indebida por parte del gobierno. 
    Este derecho se puede ver amenazado cuando el personal de salud divulga información confidencial o cuando se exige el consentimiento de terceros para que una mujer pueda obtener un aborto. Al respecto, el Comité de la CEDAW, a través de su Observación General Nº 24, ha señalado que la divulgación de información confidencial sobre la salud “ (…) afecta a las mujeres de manera diferente que a los varones porque puede desalentarlas de buscar atención médica para tratar enfermedades de los órganos genitales, utilizar medios anticonceptivos o atender a casos de abortos incompletos, y en los casos en que hayan sido víctimas de violencia sexual o física”. (Ibid. Observación General Nº 24. La mujer y la salud. 1999, párrafo 12,d).
Esta Observación General también señala que cuando los Estados Parte restringen el acceso de la mujer a los servicios de atención médica por el hecho de carecer de autorización de su cónyuge, compañero, padres o funcionarios de salud, se constituye una traba a las medidas adoptadas por las mujeres para conseguir sus objetivos en materia de salud. 
El derecho a la privacidad también se ve vulnerado cuando los Estados imponen a los médicos y a otros funcionarios de salud la obligación de notificar los casos de mujeres que se someten a abortos, tal y como lo señala el Comité de Derechos Humanos. (Comité de Derechos Humanos. Observación General Nº 28. Artículo 3, 2000).
[bookmark: _Toc515788669]    F. Derecho a la información
Quienes apoyan el derecho al aborto sostienen que el derecho a la información, en particular en cuanto se relaciona con el derecho a la salud, conlleva tanto una obligación negativa por parte del Estado de no interferir con la provisión de información por terceros, y una obligación positiva de proveer la información completa, correcta y necesaria para proteger y promover la salud y los derechos reproductivos, incluyendo información sobre el aborto. ( Los derechos humanos el acceso a la información de salud reproductiva, 1995).
 El derecho de los derechos humanos además reconoce el derecho a la no discriminación en el acceso a la información y a los servicios de salud, así como en todos los demás servicios. Las mujeres se ven desproporcionadamente afectadas cuando la información sobre los servicios seguros de aborto se encuentra restringida o es denegada.
[bookmark: _Toc499737418][bookmark: _Toc515788670]2.3.2- Jurisprudencia constitucional comparada sobre la prohibición penal del aborto
   Las sentencias constitucionales más relevantes que sobre la permisión del aborto por el sistema de excepciones se han dado en la experiencia jurisprudencial comparada de habla hispana. Para dicho efecto, se presentarán los principales argumentos de las sentencias emitidas por el Tribunal Constitucional de España, la Corte Constitucional de Colombia y la Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina. Esto, con la finalidad de explicitar la forma en que estos tribunales han planteado el problema, así como las razones que les sirvieron para justificar sus decisiones.
En estas sentencias se pueden encontrar tres tipos diferentes de líneas de argumentación: 
i) En primer lugar, la sentencia expedida por el Tribunal Constitucional español tuvo como objetivo analizar la constitucionalidad de una reforma legal despenalizadora, por lo que la argumentación se centró en negar la inconstitucionalidad pretendida por la parte demandante en tanto se consideró que no se desprotegía la vida prenatal con la permisión del aborto (Constitucionalidad de Reforma legal, 1985)(STC 53/1985).
ii) Seguidamente, la sentencia de la Corte Constitucional colombiana tuvo como objetivo analizar la constitucionalidad de una normatividad penalizadora, por lo que la argumentación se centró en fundamentar la inconstitucionalidad alegada por la parte demandante sobre la base de los derechos vulnerados de las mujeres con la penalización del aborto (aborto, 2006),sentencia C-355/06. 
iii) Finalmente, la sentencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina tuvo como objetivo interpretar los alcances de una norma despenalizadora, por lo que la argumentación se centró en negar la inconstitucionalidad pretendida por la parte demandante sobre la base de los derechos vulnerados de las mujeres con una interpretación restrictiva (sentencia en la causa F., A.L. s/ medida autosatisfactiva, del 13 de marzo de 2012).
[bookmark: _Toc515788671]      A)  Jurisprudencia  Española[footnoteRef:4] [4:  STC 53/1985, publicada en el Boletín Oficial del Estado el 18 de mayo de 1985, puede ser ubicada en el siguiente enlace: http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/433 (consulta: 13 de abril de 2013).] 

El Tribunal Constitucional español se pronunció, mediante sentencia del 11 de abril de 1985, sobre la constitucionalidad del proyecto de Ley Orgánica reformadora del Código Penal, que introducía el artículo 417 bis, con el siguiente texto:  Artículo único.- El art. 417 , inciso 3, bis del Código Penal queda redactado de la siguiente manera (STC 53/1985, abril 2013): 
El aborto no será punible si se practica por un Médico, con el consentimiento de la mujer, cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes: 
3. Que sea probable que el feto habrá de nacer con graves taras físicas o psíquicas, siempre que el aborto se practique dentro de las veintidós primeras semanas de gestación y que el pronóstico desfavorable conste en un dictamen emitido por dos Médicos especialistas distintos del que intervenga a la embarazada. 
Esta norma, afiliada al sistema de indicaciones, fue objeto de un recurso previo de inconstitucionalidad formulado por un grupo de 54 diputados. En el recurso se pretendía que se declare la inconstitucionalidad del “proyecto en su totalidad y, con carácter subsidiario, la inconstitucionalidad parcial de las circunstancias 2) y 3) del artículo en cuestión y que, en todo caso, se dicte una sentencia interpretativa y aclaratoria de las ambigüedades constitucionales denunciadas. 
a) El argumento empleado por los demandantes fue que el citado proyecto vulneraba los artículos 1.1 (Estado social y democrático, valores superiores: libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político)
b)  9.3 (principios de legalidad, seguridad jurídica)
c)  10.2 (interpretación de derechos conforme a tratados), 
d) 15 (derecho a la vida), 39.2 (protección integral de los hijos), 39.4 (protección de los/as niños/as previstas en acuerdos internacionales), 49 (política de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de los disminuidos físicos, psíquicos y sensoriales), 53.1 (vinculación a los derechos, respeto al contenido esencial) y 53.3 (carácter informativo de los principios rectores de la política económica y social) de la Constitución de 1978. 
Los argumentos presentados por los demandantes estuvieron fundamentados en una defensa absoluta del derecho a la vida del nasciturus. En dicho sentido, consideraban que el artículo 15 de la Constitución española brindaba una protección superlativa del derecho a la vida; reforzaban este argumento en el hecho de que el Estado social adoptado por España es incompatible con actuaciones negadoras y supresoras de la vida del no nacido y en que diversos instrumentos internacionales suscritos por España protegerían el derecho de “todos” a la vida, lo que incluiría al concebido. Asimismo, quienes demandaron argumentaban que se desprotegía al concebido al no recabarse el consentimiento del padre para practicar la interrupción del embarazo. Se aducía que, teniendo el nasciturus derecho a la vida, le correspondía el sistema de garantías previsto en el artículo 53.1 de la Constitución: vinculación de los poderes públicos, garantía de reserva de ley orgánica para la regulación del derecho y protección judicial, por lo que el proyecto infringía el mencionado artículo al eximir de responsabilidad penal la interrupción del embarazo. 
Específicamente, respecto de las causal  de relación al aborto en casos de fetos con “graves taras psíquicas o físicas”, llamado “aborto eugenésico”, se argumentó que la vida del nasciturus no puede ceder porque, además, existe el deber del Estado de implementar políticas públicas a favor de las personas con discapacidades físicas, psíquicas y sensoriales. 
Finalmente, los demandantes argumentaron que el proyecto de reforma hacía uso de la técnica de tipos penales abiertos, vulnerando de esta manera la seguridad jurídica. Vinculado a esta línea de argumentación, las objeciones al texto proyectado fueron las siguientes: i) en el tipo penal no se explicitaba cómo debe entenderse la “gravedad” del peligro para la vida o la salud de la madre; ii) igualmente, en el tipo penal proyectado no se concretaban cuestiones fundamentales relativas al supuesto de violación; iii) no se precisaba qué ha de entenderse por “probabilidad” y otros aspectos relativos al aborto eugenésico; iv) no se preveía un procedimiento administrativo que garantice que se han cumplido los requisitos señalados por la Ley, vulnerándose con ello posiblemente el artículo 103 de la Constitución y el 40 de la Ley de Procedimiento Administrativo; v) se atribuía a médicos y médicas el ejercicio de tareas o funciones públicas o cuasijudiciales sin contemplar la abstención u objeción de conciencia del mismo; vi) no se preveía el procedimiento para la prestación del consentimiento por parte de la menor de edad o mujer sometida a tutela; vii) no se preveía el consentimiento del padre con lo que se le impedía ejercitar la defensa del nasciturus en el caso de que fuere contrario al aborto, y, en general, su deber de prestar asistencia a su hijo de acuerdo con lo establecido en el art. 39.3 de la Constitución, con lo que no se consideraban tampoco las consecuencias del reformado artículo 154 del Código Civil que atribuía conjuntamente la patria potestad a ambos padres, viii) no se preveía la presencia del Ministerio Fiscal cuya misión es promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público; ix) no se determinaba la posibilidad y grado de cobertura del aborto por la Seguridad Social; x) no se seguían los criterios ni se guardaban las cautelas previstas en la Ley 30/1979, del 27 de octubre, sobre extracción y trasplante de órganos. 
A efectos de brindar una respuesta al caso, el Tribunal Constitucional tenía que establecer o precisar un concepto constitucional de derecho a la vida. En dicha línea de razonamiento, el Tribunal español señaló como premisa de su razonamiento que la vida es un proceso que comienza con la gestación dentro del vientre materno y culmina con la muerte, y que en dicho ínterin está sujeta a una serie de cambios cualitativos de naturaleza psicosomática. A partir de este entendimiento, el nasciturus es una de las etapas de la vida y, por lo tanto, es un bien jurídico merecedor de la protección otorgada por la norma constitucional que reconoce el derecho a la vida: 
De las consideraciones anteriores se deduce que si la Constitución protege la vida con la relevancia a que antes se ha hecho mención, no puede desprotegerla en aquella etapa de su proceso que no solo es condición para la vida independiente del claustro materno, sino que es también un momento del desarrollo de la vida misma; por lo que ha de concluirse que la vida del nasciturus, en cuanto este encarna un valor fundamental –la vida humana– garantizado en el art. 15 de la Constitución, constituye un bien jurídico cuya protección encuentra en dicho precepto fundamento constitucional .
A partir de dicha consideración, el Supremo Intérprete de la Constitución española entiende que la vida del nasciturus es un bien jurídico constitucionalmente protegido, lo que supone dos tipos de obligaciones para el Estado: una negativa consistente en la prohibición de interrumpir la gestación; y una obligación positiva que se expresa en el establecimiento de un sistema de protección, cuya última herramienta es sin lugar a dudas la protección penal. Sin embargo, también reconoce que esta protección no es absoluta, sino que puede estar sujeta a límites. 
Añade el Tribunal que “no puede ignorar el hecho obvio de la especificidad de la condición femenina y la concreción de los mencionados derechos en el ámbito de la maternidad, derechos que el Estado debe respetar y a cuya efectividad debe contribuir, dentro de los límites impuestos por la existencia de otros derechos y bienes asimismo reconocidos por la Constitución”, por lo que entiende que en el caso analizado existe un conflicto entre la protección constitucional de la vida del nasciturus y los derechos fundamentales a la vida y dignidad de las mujeres. 
Luego de ello, el supremo constitucional español analiza la constitucionalidad, vía ponderación, de cada uno de los supuestos de aborto que son despenalizados. Como se recuerda, en el caso se analizaba si era constitucional o no un proyecto de ley orgánica que despenalizaba el aborto en supuestos en que se encontraba en grave riesgo la vida o la salud de la madre, cuando la mujer había sido víctima de violación sexual o cuando el feto presentaba graves taras físicas o psíquicas. Es decir, en el caso debía examinarse si el legislador podía excluir al feto, en determinados supuestos, de la protección penal, por lo que afirmó: 
[…] ciñéndonos estrictamente a la cuestión planteada por los recurrentes, hemos de considerar si le está constitucionalmente permitido al legislador utilizar una técnica diferente, mediante la cual excluya la punibilidad en forma específica para ciertos delitos. 
La respuesta a esta cuestión ha de ser afirmativa. Por una parte, el legislador puede tomar en consideración situaciones características de conflicto que afectan de una manera específica a un ámbito determinado de prohibiciones penales. Tal es el caso de los supuestos en los cuales la vida del nasciturus, como bien constitucionalmente protegido, entra en colisión con derechos relativos a valores constitucionales de muy relevante significación, como la vida y la dignidad de la mujer, en una situación que no tiene parangón con otra alguna, dada la especial relación del feto respecto de la madre, así como la confluencia de bienes y derechos constitucionales en juego ya que no puede afirmarse de ninguno de ellos su carácter absoluto, el intérprete constitucional se ve obligado a ponderar los bienes y derechos en función del supuesto planteado, tratando de armonizarlos si ello es posible o, en caso contrario, precisando las condiciones y requisitos en que podría admitirse la prevalencia de uno de ellos .
En el fundamento 10 de la sentencia, el Tribunal analiza las objeciones en torno a la redacción del proyecto del artículo 417 bis del Código Penal y las rechaza, argumentando sólidamente que no se afecta la seguridad jurídica. 
En lo que respecta al objeto del presente trabajo, mención especial merece el fundamento Finalmente, el Tribunal considera constitucional el tercer supuesto de despenalización, cuando el feto presenta graves taras físicas y psíquicas, porque entiende que la sanción penal para la interrupción del embarazo en esa situación supone la imposición de una conducta que excede lo que normalmente es exigible a la madre y a la familia. Añade que se debe considerar la situación excepcional en que se encuentran los padres y en especial la madre, más aún si existe insuficiencia de prestaciones asistenciales que permitan atenuar la situación; de igual manera, se consideró que en caso el feto sobreviva no se podría eliminar la inseguridad y la angustia que sufrirían ambos padres por su porvenir. 
El Tribunal Constitucional aceptó que los supuestos de exención (despenalización) eran constitucionales en tanto la ponderación realizada por el Poder Legislativo fue correcta en cada supuesto. Empero, en el fundamento 12 realizó un análisis en torno a las garantías dispensadas por el proyecto legislativo despenalizador puesto que estimó que, si bien la despenalización estaba justificada, eso no obstaba que se proveyeran garantías adecuadas para la protección del no nacido. En dicho sentido, el supremo constitucional español expresó que: 
[…] una vez establecida la constitucionalidad de tales supuestos, es necesario examinar si la regulación contenida en el art. 417 bis del Código Penal, en la redacción dada por el Proyecto, garantiza suficientemente el resultado de la ponderación de los bienes y derechos en conflicto realizada por el legislador, de forma tal que la desprotección del nasciturus no se produzca fuera de las situaciones previstas ni se desprotejan los derechos a la vida y a la integridad física de la mujer, evitando que el sacrificio del nasciturus, en su caso, comporte innecesariamente el de otros derechos constitucionalmente protegidos [ya que] el Estado tiene la obligación de garantizar la vida, incluida la del nasciturus (art. 15 de la Constitución), mediante un sistema legal que suponga una protección efectiva de la misma, lo que exige, en la medida de lo posible, que se establezcan las garantías necesarias para que la eficacia de dicho sistema no disminuya más allá de lo que exige la finalidad del nuevo precepto. 
En dicho sentido, el supremo constitucional español consideró que los casos de aborto terapéutico requerirían, además de un profesional de la salud que realice la intervención, del dictamen de un médico de la especialidad. De igual manera, en los casos del aborto terapéutico y eugenésico, este dictamen debería ser anterior al momento en que se realiza el aborto, dado lo irreversible de sus efectos. 
En relación con los supuestos de aborto en casos de violación sexual, el Tribunal entendió que exigir la comprobación judicial del delito sería irrazonable por cuanto los plazos necesarios para ello excederían los permitidos para practicar una interrupción del embarazo; por ello, estimó como suficiente la denuncia previa para poder realizar el aborto. 
Luego de estos argumentos, el supremo intérprete de la Constitución española declaró inconstitucional el proyectado artículo 417 bis del Código Penal, no porque las ponderaciones realizadas por el Legislativo hayan sido incorrectas al concluir que los derechos de la mujer a la vida y su dignidad prevalecen sobre la protección del no nacido, sino porque en el proyecto cuestionado no se previeron las garantías detalladas en los párrafos precedentes.
[bookmark: _Toc515788672] B)    Jurisprudencia Argentina[footnoteRef:5] [5:  Sentencia en la causa F., A.L. s/ medida autosatisfactiva, del 13 de marzo de 2012.] 

La Asamblea Legislativa de Buenos Aires aprobó en junio de 2003 la Ley de embarazos incompatibles con la vida, que autoriza a las embarazadas cuyos fetos padezcan una patología incompatible con la vida fuera del útero, a interrumpir el embarazo en los hospitales públicos de la ciudad de Buenos Aires.
Se considera como patología incompatible con la vida cuando el feto presenta gravísimas malformaciones, irreversibles e incurables, que producirán su muerte intra-útero o a las pocas horas de su nacimiento.
Para que el aborto sea autorizado, el diagnóstico debe estar respaldado por dos ecografías donde tiene que consignarse el documento de identidad de la madre o la impresión digital de un dedo pulgar –medida que garantiza el acceso a las indocumentadas–. En el plazo de 72 horas, el médico está obligado a informar a la embarazada sobre el diagnóstico, la posibilidad de continuar con el embarazo o interrumpirlo, y los alcances de su decisión.
El consentimiento que se requiere es el de la gestante, es decir, la titularidad de los derechos corresponde a la mujer gestante. Sin embargo, la información también deberá proporcionarse al padre, si compareciere, explicándole de manera clara y acorde a su capacidad de comprensión, el diagnóstico y pronóstico de la patología que afecta al feto, la posibilidad de continuar o adelantar el parto, y los alcances y consecuencias de la decisión que adopte. En la historia clínica debe dejarse constancia de haber proporcionado dicha información, debidamente confirmada por la gestante.
El establecimiento asistencial del sistema de salud debe brindar tratamiento psicoterapéutico a la gestante y su grupo familiar desde el momento en que es informada de las características del embarazo y hasta su rehabilitación.
Requisitos que se debe cumplir:
a) Que el feto haya alcanzado las veinticuatro (24) semanas de edad gestacional, o la mínima edad gestacional en la que se registra viabilidad en fetos intrínseca o potencialmente;
b) la mujer tiene que dar el consentimiento; y
c) se tiene que certificar la patología del feto en la historia clínica con rúbrica del médico tratante, del médico ecografista y del director del establecimiento asistencial.
Asimismo, la norma aprobada señala que el Poder Ejecutivo instruirá debidamente al equipo de salud y a funcionarios del sub sector estatal de salud sobre el procedimiento establecido por la ley, dentro del plazo de quince días desde su promulgación. Asimismo, establece que se respetará la objeción de conciencia respecto de esta práctica en los médicos/as o demás integrantes del equipo de salud de los servicios de obstetricia y tocoginecología del sistema de salud. Los directivos del establecimiento asistencial que corresponda y, en su defecto, la Secretaría de Salud, están obligados a disponer o a exigir que se dispongan los reemplazos o sustituciones necesarios de manera inmediata, y con carácter urgente, respecto de esa práctica concreta.
A pesar de la existencia de esta ley, en julio de 2004 la Suprema Corte de Justicia bonaerense permitió por primera vez que una mujer embarazada de ocho meses se someta a interrupción del embarazo debido a que el feto padecía de anencefalia, esta posibilidad había sido rechazada por el Tribunal III de Familias de La Plata.
El fallo de la Corte sienta un precedente especial, ya que el mismo tribunal había rechazado en el 2001 una solicitud similar, la que luego fue resuelta a favor por la Corte Suprema de la Nación: “la decisión de anticipar el parto responde a evitar un mal mayor en la salud de la madre gestante, que incluso podría llegar a poner en juego su propia vida.
(...) frente a este desenlace irremediable (...) cobran toda su virtualidad los derechos de la madre a la protección de su salud, psicológica y física” (. “La anencefalia divide las aguas en las más altas esferas judiciales”., 18 de abril del 2001). El fallo, además, recomienda al resto de los tribunales de la provincia que autoricen la inducción del parto cuando se presenta este tipo de patologías. 
[bookmark: _Toc515788673]C )  Jurisprudencia Colombia[footnoteRef:6] [6:  Sentencia C-355/06 del 10 de mayo de 2006] 

En el 2006, la Corte Constitucional Colombiana, mediante Sentencia C-355 se pronunció a favor de la inconstitucionalidad de la prohibición del aborto cuando la vida de la mujer o su salud están en peligro, cuando el embrazo es producto de una violación sexual, cuando existen malformaciones fetales incompatibles con la vida extra uterina, y cuando se trata de una inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no consentidas.
En su fallo, la Corte Constitucional se basó en una interpretación de los derechos fundamentales de las mujeres y reconoció que si bien es deber del Estado proteger la vida humana, y que ésta existe desde antes del nacimiento; también es atendible el derecho de las mujeres a la vida. De tal manera, aplicando el criterio de proporcionalidad, concluyó que el derecho del feto va hasta donde no afecte desproporcionalmente el derecho de las mujeres. (Sheilha Jacay.)
[bookmark: _Toc499737419]En diciembre del 2006, pese a que la Corte Constitucional consideró que para la inmediata aplicación de la Sentencia C-355/06 no era necesaria una reglamentación, el regulador en el ámbito de la seguridad social en salud, en cumplimiento de sus deberes y dentro de su competencia, dictó el Decreto 4444 para regular el goce efectivo de las medidas contempladas en el fallo de la Corte Constitucional en condiciones de igualdad y de seguridad dentro del sistema de seguridad social en salud. Asimismo, dispuso que se fijen políticas públicas que permitan el ejercicio de los derechos protegidos por la Sentencia.
[bookmark: _Toc515788674]2.3.3  Principios rectores que justifican la no punibilidad del   delito de aborto eugenésico

A) [bookmark: _Toc499737420] Principio de mínima intervención
Uno de los aspectos político criminales que informa la intervención penal es llamado principio de mínima intervención o de ultima ratio.
Según este principio, el Derecho Penal solo debe intervenir en los casos estrictamente necesarios, es decir, cuando el problema o conflicto social no pueda resolverse con los otros sistemas de control extrapenales, pues el Derecho Penal no es un instrumento de control más, sino que, a causa de las consecuencias de su aplicación, deviene en un mecanismo especialmente problemático para los ciudadanos y la sociedad.
[bookmark: _Toc499737421]El derecho Penal solo debe intervenir en aquellos actos que atenten gravemente contra bienes protegidos. Su intervención debe ser útil de lo contrario pierde su justificación, tal como señala (Mir Puig, 2004): “cuando se  demuestre que una determinada reacción penal es útil para cumplir su objetivo protector, deberá desaparecer, aunque sea para dejar lugar a otro  reacción penal más leve”. A Todo lo que va más allá de tal medida lo encausa por la vía autoritaria, que termina inevitablemente en la supresión de las bases democráticas del Estado. Es decir, el Estado sólo puede sancionar una conducta cuando ello sea necesario para mantener el equilibrio y orden social. Por ejemplo: en el caso de la pena de muerte, la cual no tiene ningún efecto disuasorio sobre los sujetos, puede ser reemplazada por una pena inferior.
      B) Principio de fragmentariedad
Según el principio de fragmentariedad, no toda conducta lesiva de bienes jurídicos merecedores de protección penal debe ser sancionada penalmente. Dentro del conjunto de conductas lesivas sólo deben ser sometidas a represión penal las más graves. Así, por ejemplo, si bien la confianza en el respeto al patrimonio de otro es un bien jurídico elemental, el simple incumplimiento del pago de una deuda no puede ser reprimida penalmente. En el caso del patrimonio, solamente las conductas más intolerables, como la sustracción subrepticia, el apoderamiento violento, el abuso de la confianza o la disposición provocada por un engaño, se sancionan penalmente, pues sólo en estos casos el nivel de perturbación social amerita la intervención del Derecho Penal para devolver la confianza a la expectativa defraudada.
[bookmark: _Toc499737422]El carácter fragmentario del Derecho penal Procede de (Karl Binding), la afirmación de “que el Derecho penal tiene carácter fragmentario, empleándolo para distinguir entre las conductas que el legislador alemán ha convertido en descripciones de delito y aquellas que no han entrado en el Código penal y sin embargo su contenido de injusto quizá tiene más peso que el del delito sancionado”. El carácter fragmentario consiste en limitar la actuación del Derecho penal a los ataques más violentos contra bienes jurídicos más relevantes. La protección de la sociedad justifica la actuación del Derecho penal en un Estado social. Esta protección es expresada a través de la tutela por el Derecho penal de bienes jurídicos (principio de protección de bienes jurídicos), que son los intereses sociales que merecen la protección penal en razón de su importancia. Por lo tanto, si una ley penal no protege un bien jurídico, hay infracción del principio de intervención mínima, acarreando la nulidad de esa norma, porque resultaría arbitraria21. Sin embargo, no toda lesión a un bien jurídico debe ser reprochada por el Derecho penal. Se impone la presencia de dos elementos para que el Derecho penal actúe: que el bien jurídico posea importancia y que la lesión a este sea violenta. 
[bookmark: _Toc515788675]C.-Principio de subsidiariedad
   Puede decirse que el principio de subsidiariedad tiene una manifestación cualitativa y otra cuantitativa. En el plano cualitativo, la subsidiariedad significa que solamente los bienes jurídicos más importantes pueden legitimar la intervención del Derecho Penal. En este sentido, las conductas que cuestionan la vigencia de aspectos que no son esenciales para la constitución del sistema social no pueden dar pie a una sanción penal, aun cuando se encuentren generalizadas y no exista manera de reducir su tasa de incidencia con otros mecanismos de control. Así, por ende un ejemplo, la copia en las evaluaciones  universitarias, por más que se realicen frecuentemente, no pueden ser castigadas penalmente, pues el orden de las evaluaciones en los estudios universitarios no constituye un aspecto esencial del sistema social que justifique recurrir al Derecho Penal.
Pero la subsidiariedad tiene además una expresión cuantitativa, en el sentido de que no podrá recurrirse al Derecho Penal si las conductas disfuncionales pueden controlarse suficientemente con otros medios de control menos lesivos. Se presenta, como puede verse, una cierta vinculación entre el sistema penal y los sistemas de control, de manera tal que en la medida que los órdenes extrapenales puedan solventar las situaciones relevantes de conflicto, el Derecho Penal no se verá obligado a intervenir en la solución de estos conflictos.
[bookmark: _Toc499737423][bookmark: _Toc515788676]2.3.4 Desde la óptica médica
[bookmark: _Toc499737424][bookmark: _Toc515788677]       A) Anomalias congenitas 
Es importante, con el avance que está sufriendo la medicina y junto con el uso cada vez más frecuente por personas no profesionales de la salud, el conocimiento y aclaración de diferentes conceptos, teniendo presente que no es lo mismo genético que congénito, siendo este segundo mucho más amplio que el primero, ya que el primero, genético hace referencia a las enfermedades o trastornos presentes en el material heredable y que por consiguiente pasan de una a otra generación, mientras que el segundo abarca a este y otras muchas patologías.
El término congénito procedente del latín congenitus, de cum, con, y genitus, engendrado, significa literalmente "nacido con" (ERA SALUD, 2017). 
Hace referencia a las características, rasgos, etc. con los que nace el individuo y que no depende sólo de factores hereditarios, sino también de características que son adquiridas durante los periodos de embrión y feto, es decir, durante la gestación. Se puede hablar de congénito, en un sentido más estricto, como los caracteres o alteraciones que al nacer presenta el niño y que tiene porque son heredados, ejemplo: malformaciones (labio leporino, hendidura palatina, malformaciones cardiacas, etc.) a causa de: Infecciones (rubéola, varicela, sífilis, etc.), Medicamentos (talidomida), Radioactividad, Sustancias tóxicas (alcohol, tabaco, etc.), Sustancias cancerígenas, Agentes Teratogénicos (alcohol, retinoles, hidantoina, estrógenos sintéticos, radiación ionizante, varicela, VIH, Rubéola, toxoplasma…). En un sentido amplio, quedan englobados tanto los casos anteriormente comentados como los procesos de naturaleza genética. (ERA SALUD, 2017).
Defectos congénitos, malformaciones congénitas y anomalías congénitas son sinónimos que se utilizan para describir los trastornos estructurales, de la conducta, funcionales y metabólicos que se encuentran presentes en el momento del nacimiento.  
Proviene del griego antiguo “θερατος” theratos, que significa monstruo, y de “λογία” logía que significa estudio o tratado. Es pues, la ciencia que estudia las malformaciones congénitas o mutaciones, ya sean inviables (abortos) o viables (Wikipedia, 2017). En teratología, un concepto fundamental es que ciertas etapas del desarrollo embrionario son más vulnerables que otras. Hasta el decenio de 1940, se pensaba que los embriones humanos se protegían de agentes ambientales, por ejemplo: fármacos y virus; por medio de sus membranas extraembrionarias y fetales (amnios y corion) y por las paredes abdominal y uterina de la madre. 
B) [bookmark: _Toc499737426][bookmark: _Toc515788678]Tipos de anomalías:
    Malformaciones se producen durante la formación de las estructuras, es decir, durante la organogénesis. Pueden dar por resultado la falta completa o parcial de una estructura o alteraciones de su morfología normal. Las malformaciones son ocasionadas por factores ambientales o genéticos, o ambos tipos, que actúan independientemente o en forma simultánea. La mayoría de las malformaciones se originan durante la tercera a la octava semana de la gestación. 
La anomalía es una anormalidad estructural de cualquier tipo. Sin embargo, se debe recordar que no todas las variantes son anomalías. Son comunes las variaciones anatómicas; por ejemplo, los huesos varían entre sí, no sólo en su forma básica sino en detalles menores de la estructura superficial.  
Hay cuatro tipos de anomalías importantes desde el punto de vista clínico:
· Malformaciones: se producen durante la formación de las estructuras, es decir, durante la organogénesis. Pueden dar por resultado la falta completa o parcial de una estructura o alteraciones de su morfología normal. Las malformaciones son ocasionadas por factores ambientales o genéticos, o ambos tipos, que actúan independientemente o en forma simultánea. La mayoría de las malformaciones se originan durante la tercera a la octava semana de la gestación.
· Desorganización (Disrupción): es un defecto morfológico de un órgano, parte de éste o región mayor del cuerpo, que resulta de una alteración extrínseca o interferencia de un proceso del desarrollo normal, en forma original. En consecuencia, las alteraciones morfológicas consecutivas a la exposición a teratógenos, como drogas y virus, se deben consideran desorganizaciones. Una desorganización no puede ser hereditaria, pero “los factores hereditarios pueden predisponer a una desorganización e influir en el desarrollo de la misma”. 
· Deformaciones: es una forma, aspecto o posición anormal de una parte del cuerpo que resulta de fuerzas mecánicas. La comprensión intrauterina por oligohidramnios, que produce un pie equinovaro o pie zambo, es ejemplo de una deformación que se produce por fuerzas extrínsecas. También, algunos defectos del sistema nervioso central, como meningomielocele, producen alteraciones funcionales intrínsecas que causan deformación fetal.  Con frecuencia las deformaciones afectan al sistema musculoesquelético y pueden ser reversibles en el período posnatal. 
·  Displasia: es una organización anormal de células dentro de los tejidos y su resultado morfológico. En otras palabras, displasia es el proceso (y la consecuencia) de dishistogénesis (formación anormal de tejido). Por lo tanto, todas las anormalidades en relación con la histogénesis se clasifican como displasias; por ejemplo, displasia ectodérmica congénita y síndrome de Marfan. De manera casual, las displasias son inespecíficas y con frecuencia afectan varios órganos, por la naturaleza de las alteraciones celulares subyacentes.  
    Con el pasar del tiempo surgieron otros términos para describir lactantes con múltiples anomalías, con objeto de expresar la causa y patogenia. Incluyen: defecto politópico del campo, patrón de anomalías que se deriva de la alteración de un campo aislado del desarrollo; secuencia, patrón de múltiples anomalías que se deriva de un defecto estructural o factor mecánico conocido o supuesto; síndrome, patrón de anomalías múltiples que se piensa se relaciona en forma patogenética y que se desconoce si representa una secuencia aislada o defecto politópico del campo y asociación, una ocurrencia no al azar de múltiples anomalías en dos o más personas, que se desconoce si es defecto politópico del campo, secuencia o síndrome. Un síndrome abarca un grupo de anomalías que se presentan al mismo tiempo y que tienen una causa específica en común.

    Este término indica que se ha formulado el diagnóstico y que se conoce el riesgo de recurrencia. Por el contrario, el término asociación se refiere a la aparición no aleatoria de dos anomalías o más que se presentan juntas con mayor frecuencia de lo que cabría esperar por probabilidad únicamente, pero cuya causa no ha sido determinada. Las asociaciones son importantes porque, si bien no constituyen un diagnóstico en sí, el reconocimiento de uno o más de uno de sus componentes promueve la búsqueda de los otros componentes del grupo. 
[bookmark: _Toc499737427][bookmark: _Toc515788679]C) Causas de las anomalías congénitas
Las causas de las anomalías congénitas suelen dividirse en factores genético (p. ej., anormalidades cromosómicas) y factores ambientales (p. ej., fármacos). Sin embargo, muchas anomalías congénitas dependen de factores genéticos y ambientales que actúan en conjunto; a estas se denominan herencia multifactorial. 
Así mismo, es necesario señalar que de un 50 a 60% de las anomalías congénitas que se presentan, se desconocen las causas, es decir son de etiología desconocida.
En el mismo sentido, las anomalías pueden ser únicas o múltiples y de importancia clínica mayor o menor. En casi 14% de los recién nacidos se encuentran anomalías menores únicas.  Estas anomalías, por ejemplo del oído externo, no tienen gran importancia médica o cosmética, pero indican al clínico la posible presencia de anomalías mayores concurrentes; por ejemplo, la existencia sólo de una arteria umbilical debe hacer pensar al clínico en la posibilidad de anomalías cardiovasculares y renales concomitantes.
[bookmark: _Toc499737428][bookmark: _Toc515788680]2.3.5)  Malformaciones congénitas incompatibles con la vida
En el Perú no se dispone de un registro nacional de malformaciones congénitas, por tanto no es posible establecer su prevalencia real, por lo que para estimarla se necesita recurrir a estudios y reportes de otros países. 
Actualmente se conoce que las anomalías congénitas son estructurales o genéticas/cromosomiales, pueden ser únicas o múltiples, siendo generalmente más graves estas últimas. La Federación Internacional de Ginecología y Obstetricia (FIGO) califica de malformaciones severas o graves aquellas que son posiblemente letales o de naturaleza tal que, incluso si se someten a tratamiento médico o quirúrgico, pueden tener probabilidades de resultar en una minusvalía inaceptable de tipo mental y/o física, que afecta gravemente la calidad de vida . 
Habiendo revisado estudios recientes que muestran que las malformaciones incompatibles con la vida lesionan severamente la salud de la mujer, se comentará a continuación algunas de esas anomalías: 
▪ La anencefalia. Es una grave malformación congénita que incluye ausencia del cerebro, falta de la calota craneana de cuero cabelludo y, generalmente, se asocia con compromiso de otros órganos del feto. Aparece entre los 24 y 26 días después de la fecundación, por un defecto del tubo neural y es incompatible con la vida. Además de ser una anomalía letal para el feto, expone a la mujer embarazada a serias complicaciones obstétricas y emocionales que ponen en riesgo la salud y la sobrevivencia de la gestante, como el caso Karen LLantoy vs Perú, del año 2001. El feto anencefálico no tiene ninguna posibilidad de sobrevivencia, legalmente puede ser considerado como muerto dentro del útero. La interrupción del embarazo por esta causa debe ser considerada como una anticipación terapéutica del parto, conforme lo sostiene Diniz. Entonces, si la mujer solicita un aborto, el caso reúne todas las condiciones médicas para proceder. (Centros para el control y prevencion de Enfermedades, 2016).
El síndrome de Turner: Esta asociado con hidrocefalia y feto hidrópico, es de presentación poco frecuente; pero su existencia es incompatible con la vida. (Bonddy, 2007)
El síndrome de corazón izquierdo hipoplásico: Es una anomalía con desenlace fatal en el niño nacido vivo, en quien, al cerrarse el conducto arterioso luego del nacimiento, se desarrolla acidosis metabólica, disminución de la perfusión sistémica, colapso circulatorio y muerte. Esta anormalidad puede ser detectada en el primer trimestre del embarazo y debe ser puesta en conocimiento de los padres para que tengan la oportunidad de tomar la difícil decisión de interrumpirlo, si así lo consideran. (Medline Plus, 2017).
[bookmark: _Toc499737430]La sirinomelia : La siringomielia es un trastorno en el cual se forma un quiste dentro de la médula espinal. Este quiste, conocido como syrinx, con el tiempo se expande y alarga, destruyendo una porción de la médula espinal desde su centro, expandiéndose hacia afuera. Cuando un syrinx se ensancha lo suficiente como para afectar las fibras nerviosas que transportan  información desde el cerebro hacia las extremidades, este daño produce dolor, debilidad y rigidez en la espalda, los hombros, los brazos o las piernas. Otros síntomas pueden incluir dolores de cabeza y pérdida de la capacidad de sentir calor o frío extremo, especialmente en las manos. Cada paciente tiene una combinación distinta de síntomas que dependen de dónde se forma el syrinx en la médula espinal y hasta dónde se expande. En la actualidad, cada vez hay mayor consenso en que el aborto es un problema de salud pública y de derechos humanos; ya que en muchos casos, la gestación puede constituirse en un grave riesgo para la vida o la salud física y mental de la mujer. (Siringomielia, 2008).
2.3.6.-Examenes medicos para detectar malformaciones 
Un especialista experimentado puede detectar anencefalia cerca de la décima semana con un equipo de ecografía. Sin embargo en circunstancias poco favorables la anencefalia puede pasar desapercibida por una ecografía hasta la 16ava semana del embarazo, es así que para descartar los profesionales de la salud realizan la prueba amniótica para determinar si realmente existe algún problema. Se recomienda tomar las pruebas entre la 15ava y la 20ava semana. La mejor toma es la 16ava semana. (M Jaquier, 2006).
[bookmark: _Toc515788681]2.3.7.- Prueba de amniocentesis para detectar  malformaciones
Cuando una pareja decide tener un hijo, desea asegurarse de que el niño no nacerá con ningún tipo de discapacidad psíquica, física o sensorial que se pueda detectar.
Los constantes y extraordinarios avances de la medicina de nuestros días tienen reflejo también en el área del diagnóstico prenatal. Diferentes técnicas permiten hoy diagnosticar un creciente número de enfermedades o defectos congénitos en fetos antes de su nacimiento Gracias a la rapidez del diagnóstico, que permite tomar decisiones para el futuro de forma más temprana, se pueden evitar preocupaciones y sufrimientos a la mujer. 
En caso de que se detecte alguna alteración fetal, los profesionales informarán a la mujer de su pronóstico y de las posibilidades que le ofrece el sistema sanitario para que, conociendo el problema, pueda tomar la decisión que considere más adecuada. Algunas de estas alteraciones pueden tratarse antes de que el bebé nazca, mientras que otras pueden necesitar tratamiento especial inmediatamente después del nacimiento. Igualmente, en algunos casos los padres podrían decidir no continuar con el embarazo.
Una de estas técnicas de diagnóstico prenatal, la de más frecuente utilización y de mayor rendimiento diagnóstico, es la amniocentesis.
       
      ¿QUÉ ES LA AMNIOCENTESIS?
       El líquido amniótico en el que flota el feto durante el embarazo contiene una gran cantidad de células fetales: las que se han desprendido de su piel, pero también células del intestino y de los riñones, porque el bebé vierte sus excreciones en este fluido. La amniocentesis es una de las pruebas más utilizadas para analizar todas estas células que flotan en el líquido amniótico y así determinar si el feto presenta algún tipo de irregularidad cromosómica.
La amniocentesis es una técnica invasiva (que produce una herida) de diagnóstico, que permite detectar o, con una frecuencia mucho mayor, descartar antes del nacimiento la existencia en el feto de alteraciones cromosómicas y genéticas mediante el estudio de las células desprendidas y que están presentes en el líquido amniótico que rodea al feto.
El estudio de estas células permite hacer un recuento exacto de los cromosomas y descubrir las posibles estructuras cromosómicas alteradas (patológicas). Igualmente permite determinar la cantidad de oxígeno y de dióxido de carbono que hay en el líquido amniótico y en consecuencia saber si el feto está recibiendo suficiente cantidad de oxígeno o está corriendo algún peligro.
¿Cuándo está indicado realizar la amniocentesis?
Dado que la amniocentesis es una técnica invasiva que entraña algunos riesgos, su práctica no es rutinaria, sino que se reserva para casos en los que está suficientemente justificada por los beneficios que proporciona, que siempre han de ser superiores a los riesgos. Situaciones en las que está indicada son:
Edad de la madre superior a los 35 años: el riesgo de tener hijos con alteraciones cromosómicas, la principal de las cuales es el síndrome de Down, se incrementa con la edad. La probabilidad de tener un hijo con este síndrome es de 1 de cada 2.500 en mujeres de 20 a 30 años, de 1 de cada 400 en mujeres de 35 a 40 años, de 1 de cada 100 en mujeres a partir de los 40 años.
Si la madre padece trastornos genéticos como hemofilia, fibrosis quística o algunas formas de distrofia muscular. En estos casos, si el sexo del futuro hijo es el masculino, tiene un 50% de probabilidades de nacer con estos trastornos.
Cuando hay antecedentes familiares de alteraciones cromosómicas.
En el tercer trimestre del embarazo para diagnosticar infecciones en el útero y para determinar si los pulmones del feto están lo suficientemente maduros en caso de que se plantee un parto prematuro. También sirve para evaluar la gravedad de la anemia en fetos con incompatibilidad Rh entre su sangre y la de la madre, lo que podría requerir algún tipo de tratamiento.
Otras situaciones. Por ejemplo, si la mujer y su pareja se plantean la posibilidad de no continuar con el embarazo, o ante la posibilidad de que se pueda iniciar el tratamiento contra determinadas alteraciones mientras el feto aún permanece en el útero.
 ¿Cómo se practica la amniocentesis?
La amniocentesis es un procedimiento para el que la mujer ha de dar su consentimiento por escrito tras haber sido informada de manera clara y pormenorizada respecto al mismo. Por tanto, está en su derecho de solicitar cuanta información o aclaraciones necesite.
La amniocentesis se practica de manera ambulatoria, sin necesidad de ingreso hospitalario. Se trata de una técnica "invasiva" que supone la introducción de una aguja fina y larga a través de las paredes del abdomen y del útero (matriz) de la madre hasta llegar a la bolsa o saco amniótico en cuyo líquido se encuentra inmerso el feto. Mediante la aguja se extrae una cantidad aproximada de 15 a 18 centímetros cúbicos de líquido, del cual se obtienen las células necesarias para que el especialista en Genética efectúe el análisis cromosómico correspondiente.
Antes de introducir la aguja en el abdomen, el médico realizará una ecografía de la zona para localizar con toda precisión la bolsa amniótica y el feto. Luego limpiará la pared abdominal de la embarazada con una solución antiséptica e inyectará un anestésico local para paliar el malestar o dolor de la punción.
Una vez tomada la muestra de líquido amniótico el médico retirará la aguja y comprobará que los latidos del feto sean normales. La amniocentesis suele realizarse entre las semanas 16 y 18 de gestación y el procedimiento dura apenas unos minutos.
Preparación para la amniocentesis
La embarazada que va a someterse a una amniocentesis no necesita ninguna preparación especial en lo que a horas de ayuno u otras medidas se refiere; únicamente se le pedirá que tenga su vejiga llena para que la ecografía con la que se guiará todo el procedimiento ofrezca una mejor visión.


       ¿Qué sentirá la embarazada durante la amniocentesis?
En general, la amniocentesis es un procedimiento bien tolerado por las mujeres a las que se les practica. Es normal que se experimente un dolor agudo momentáneo (dura sólo unos segundos) cuando la aguja penetra en la bolsa amniótica. Algunas mujeres sienten calambres cuando la aguja penetra en el útero y una sensación de presión cuando el médico extrae la muestra de líquido amniótico.
Tras la prueba, la mujer deberá evitar actividades físicas enérgicas y guardar reposo durante 48 horas. (SALUDEMIA, 2006).
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[bookmark: _Toc515788683]CASO PRÁCTICO DICTAMEN/COMUNICACIÓN Nº. 1153/2003: CASO K.LL VS. PERÚ

[bookmark: _Toc515788684]1.1. Análisis de los hechos
Los hechos relacionados al caso Karen Llantoy vs el Estado Peruano se suscitaron de la siguiente manera: 
▪ Karen Noelia Llantoy Huamán, peruana, nacida en 1984. En marzo del 2001, quedó embarazada cuando tenía 17 años de edad. Y es el 27 de junio del 2001, que se realiza una ecografía en el Hospital Nacional Arzobispo Loayza de Lima- Perú, en donde le informaron que llevaba consigo un feto anencefálico (sin cerebro). 
El 3 de julio del 2001, fue informada sobre la anomalía y los riesgos contra su vida en caso de continuar con el embarazo, siendo el mismo médico el que le recomienda la interrupción. Por lo que, Karen solicitó la interrupción del embarazo, pero debido a su minoría de edad, es su madre la que dio curso a la solicitud y le hicieron los estudios clínicos necesarios. 
▪ El 19 de julio del 2001, Karen se presentó en el hospital para ser intervenida y se le informó que requería de la autorización del Director. 
▪ El 24 de julio del 2001, el Director del Hospital le comunicó que no realizaría la interrupción de la gestación debido a que las causales presentadas correspondían a un aborto eugenésico (incompatibilidad del feto con la vida). 
▪ El 16 de agosto del 2001, una trabajadora social, y el 20 del mismo mes, una psiquiatra, alertaron sobre el estado de angustia, inestabilidad emocional y depresión causada en la salud mental de la gestante. El embarazo continuó y, como era de esperar en los casos de anencefalia, tuvo una duración mayor (tres semanas más). 
▪ El 13 de enero del 2002, en el hospital de la Maternidad de Lima, Karen acudió a dar a luz. Tuvo una recién nacida anencefálica que murió a los cuatro días, durante los cuales debió amamantarla. 
▪ Karen, representada por las organizaciones DEMUS, CLADEM y “Center for Reproductive Law and Policy” presentó su caso ante el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, denunciando ser víctima, por parte del Perú, de la violación de sus derechos humanos mencionados en diversos artículos del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Planteó que al no garantizar el derecho a interrumpir su embarazo se puso en grave riesgo su salud física y mental, ser discriminada en la medida que las leyes nacionales no resolvieron su problema con prontitud, negación de su derecho a la vida y  a decidir de manera autónoma sobre su vida reproductiva, desprotección frente a un trato cruel e inhumano, no atención especial en su condición de niña adolescente y la ausencia de garantía de una igual protección frente a la ley. Estos derechos figuran en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, cuyo Protocolo Facultativo entró en vigor para nuestro país, el 3 de octubre de 1980. 
▪ En cuanto al agotamiento de recursos internos, la autora alegó que, se exceptúa este requisito cuando los recursos judiciales disponibles a nivel nacional son ineficaces para el caso que se plantea, y recuerda que el Comité ha establecido en múltiples ocasiones que el autor no está obligado a agotar un recurso que sería ineficaz. Agrega que en el Perú no existe ningún recurso administrativo que permita interrumpir un embarazo por motivos terapéuticos, y no existe tampoco ningún recurso judicial que opere con la celeridad y eficacia necesarias para que una mujer pueda exigir a las autoridades la garantía de su derecho a un aborto legal dentro del periodo limitado, en virtud de la circunstancias especiales que se requieren en estos casos. Asimismo, señala que sus limitaciones económicas y las de su familia le impidieron obtener asesoría legal.
[bookmark: _Toc515788685]2.   Desarrollo procesal 
[bookmark: _Toc515788686]2.1. Sujetos del proceso
Denunciante: Karen Noelia Llantoy Huamán (representada por las organizaciones DEMUS, CLADEM y “Center for Reproductive Law and Policy” 
Agraviada: La autora 
Denunciado: El estado Peruano. 
Petitorio: La autora de la comunicación es Karen Noelia Llantoy Huamán, de nacionalidad peruana a quien alega ser víctima de una violación por parte de Perú, de los artículos 2, 3, 6, 7, 17, 24 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Está representada por las organizaciones DEMUS, CLADEM y “Center for Reproductive Law and Policy”. El Protocolo Facultativo entró en vigor para Perú el 3 de octubre de 1980. 
[bookmark: _Toc515788687]2.2. Actuación de las partes
[bookmark: _Toc515788688]2.2.1. Denunciante
La denunciante alega una violación del artículo 2 del Pacto, ya que el Estado parte incumplió su obligación de garantizar el ejercicio de un derecho. El Estado debió haber tomado medidas frente a la resistencia sistemática de la comunidad médica a cumplir con la disposición legal que autoriza el aborto terapéutico y a la interpretación restrictiva que hace de éste. Dicha interpretación restrictiva fue patente en el caso de la autora, al considerar que un embarazo de feto anencefálico no ponía en peligro su vida y su salud. El Estado debió haber tomado medidas que hicieran posible la aplicación de la excepción a la penalización del aborto, con el fin de que, en los casos donde la integridad física y mental de la madre corre peligro, ésta pueda acceder a un aborto seguro. 
La denunciante alega haber sido objeto de discriminación, en violación del artículo 3 del Pacto por los siguientes motivos: 
· En el acceso a los servicios de salud, ya que no se reconocieron sus diferentes necesidades particulares por razón de su sexo. La autora afirma que la ausencia de medidas estatales para evitar que se vulnerar su derecho a un aborto legal por motivos terapéuticos, solo requerido por las mujeres, sumado a la arbitrariedad del personal de salud, trajo como resultado una práctica discriminatoria que violó sus derechos y que esta vulneración es aún más grave si se tiene en cuenta que se trataba de una menor. 
· • Discriminación en el ejercicio de sus derechos, ya que a pesar de que la autora tenía derecho a un aborto terapéutico, las actitudes y prejuicios sociales no permitieron que esto se llevara a cabo; impidiéndole el disfrute de sus derechos a la vida, salud intimidad y a estar libre de tratos crueles, inhumanos y degradantes en igualdad de condiciones con los hombres. 
• Discriminación en el acceso a los tribunales; teniendo en cuenta los prejuicios de los funcionarios del sistema de salud y de la rama judicial en relación con las mujeres y la ausencia de una acción legal apropiada para exigir el respeto del derecho a obtener un aborto legal cuando se cumplen las condiciones establecidas por la ley, en el tiempo y las condiciones adecuadas. 
· La denunciante alega una violación al artículo 6 del Pacto. Señala que la experiencia por la que tuvo que pasar le dejó graves secuelas en su salud mental de las que todavía no se ha recuperado. Recuerda que el Comité ha señalado que el derecho a la vida no puede entenderse de manera restrictiva, sino que de hecho requiere que los Estados adopten medidas positivas para su protección, incluyendo las medidas necesarias para evitar que las mujeres recurran a abortos clandestinos que pongan en peligro su salud y su vida especialmente cuando se trata de mujeres pobres. Agrega que el Comité ha considerado la falta de acceso de las mujeres a servicios de salud reproductiva, incluido el aborto, como una violación del derecho de la mujer a la vida, y que esto ha sido reiterado por otros comités como el Comité por la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer y el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. La autora alega que en el presente caso, la vulneración del derecho a la vida se configuró en el hecho de que el Estado peruano no adoptó las medidas para que la autora obtuviera una interrupción segura de un embarazo por inviabilidad fetal. Afirma que la negativa a prestar el servicio de aborto legal la dejó entre dos opciones igualmente peligrosas para su vida e integridad: optar por buscar servicios de aborto clandestino -y por lo tanto altamente riesgoso-, o continuar con un embarazo peligroso y traumático, que puso en peligro su vida. 
· La denunciante alega una violación al artículo 7 del Pacto. Señala que la obligación que se le impuso de continuar de manera forzada con el embarazo constituye un trato cruel e inhumano, ya que tuvo que soportar el dolor de ver a su hija con deformidades evidentes y saber que sus horas de vida estaban contadas. Afirma que esta fue una terrible experiencia que sumó más dolor y angustia a la ya acumulada durante el período en que estuvo obligada a continuar con el embarazo, ya que se le sometió al « funeral prolongado » de su hija, y que después de su muerte, se sumió en un estado de profunda depresión. 
· La denunciante recuerda que el Comité ha señalado que el derecho protegido en el artículo 7 del Pacto no solo hace referencia al dolor físico, sino también al sufrimiento moral, y que esta protección es particularmente importante cuando se trata de menores. Recuerda que el mismo Comité, al examinar el reporte del Perú en 1996 opinó que las normas restrictivas sobre el aborto sometían a las mujeres a un trato inhumano, contrariando el artículo 7 del Pacto; y que en 2000, el Comité reiteró al Estado parte que la penalización del aborto era incompatible con los artículos 3, 6 y 7 del Pacto. [footnoteRef:7] [7:  Observaciones Finales del Comité de Derechos Humanos: Perú, 15 de noviembre de 2000,CCPR/CO/70/PER, par. 20] 

· La denunciante alega una violación del artículo 17, argumentando que este derecho protege a las mujeres de la intrusión en las decisiones que recaen sobre sus cuerpos y sus vidas, y les da la posibilidad de ejercer su derecho a decidir de manera autónoma sobre su vida reproductiva. La autora afirma que el Estado parte interfirió de manera arbitraria en su vida privada, tomando por ella una decisión sobre su vida y salud reproductiva que la sometió a llevar a término un embarazo forzado, violando con ello su derecho a la intimidad. Agrega que la prestación del servicio estaba disponible y si no hubiera sido por la injerencia que los agentes del Estado tuvieron en su decisión, que estaba amparada en la ley, ella habría podido interrumpir el embarazo. Recuerda al Comité, que las niñas y adolescentes tienen una protección especial por su condición de menores, como está reconocido en el artículo 24 del Pacto y en la Convención de los Derechos del Niño. 
· La denunciante alega una violación del artículo 24, ya que no recibió la atención especial que requería, en su condición de niña adolescente, por parte de las instancias de salud. Ni su bienestar ni su estado de salud fueron un objetivo de las autoridades que se negaron a practicarle el aborto. La autora recuerda que El Comité ha establecido en su Observación General No. 17, sobre el artículo 24, que el Estado debe también tomar medidas de orden económico, social y cultural para garantizar este derecho. Por ejemplo, deberían adoptarse todas las medidas posibles de orden económico y social para disminuir la mortalidad infantil y evitar que se les someta a actos de violencia o a tratos crueles o inhumanos, entre otras posibles violaciones. 
· La denunciante alega una violación del artículo 26, argumentando que el hecho de que las autoridades peruanas hayan considerado que su caso no encuadraba dentro del aborto terapéutico contemplado en el código penal como no penalizado, la dejo en un estado de desprotección incompatible con la garantía de protección ante la ley garantizada por el artículo 26. La garantía de una igual protección frente a la ley requiere otorgar especial protección a ciertas categorías de situaciones que requieren un tratamiento específico. En el presente caso, en razón de una interpretación sumamente restrictiva de la ley penal, las autoridades de salud desprotegieron a la autora ignorando la protección especial que su situación requería. 
· La denunciante alega que la dirección del centro de salud la dejó en estado de indefensión como consecuencia de una interpretación restrictiva del artículo 119 del Código Penal. Agrega que no existe nada en la letra de la ley que indique que la excepción legal del aborto terapéutico debe aplicarse solo en casos de peligro para la salud física. Las autoridades hospitalarias sí distinguieron y dividieron el concepto de salud, transgrediendo así el principio jurídico que señala donde la ley no distingue, no debemos distinguir. Señala que, la salud es « un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no solo la ausencia de dolencias o enfermedades », que por lo tanto, cuando el Código penal peruano habla de salud, lo hace en sentido amplio e integral protegiendo, tanto la salud física como la mental de la madre.
2.2.2. Denunciado 
Hubo una omisión del Estado parte de cooperar conforme al artículo 4 del Protocolo Facultativo; puesto que el 23 de julio de 2003, el 15 de marzo y el 25 de octubre de 2004, se enviaron recordatorios al Estado parte, para que presentara al Comité información sobre la admisibilidad y el fondo de la comunicación. El Comité observo que dicha información no se ha recibido; lamentando el hecho de que el Estado Parte no haya proporcionado ninguna información en relación con la admisibilidad o el fondo de las alegaciones de la autora. Recuerda que está implícito en el Protocolo Facultativo que los Estados Partes deben poner a disposición del Comité toda la información de que dispongan. Ante la falta de respuesta del Estado Parte, debe darse el peso debido a las alegaciones de la autora, en la medida en que estas hayan quedado debidamente fundamentadas.
[bookmark: _Toc515788689]2.2.3. El comité 
        Examen relativo a la admisibilidad 
De conformidad con el artículo 93 de su reglamento, antes de examinar cualquier denuncia formulada en una comunicación, el Comité de Derechos Humanos debe decidir si la comunicación es admisible en virtud de Protocolo Facultativo del Pacto. 
El Comité observó que según la denunciante el mismo asunto no ha sido sometido a ningún otro procedimiento internacional de examen. El Comité también toma nota de sus argumentos en el sentido de que en el Perú no existe ningún recurso administrativo que permita interrumpir un embarazo por motivos terapéuticos, y no existe tampoco ningún recurso judicial que opere con la celeridad y eficacia necesarias para que una mujer pueda exigir a las autoridades la garantía de su derecho a un aborto legal dentro del periodo limitado, en virtud de la circunstancias especiales que se requieren en estos casos. El Comité recuerda su jurisprudencia en el sentido de que un recurso que no puede prosperar no puede contar y no tiene que agotarse a los fines del Protocolo Facultativo[footnoteRef:8]. No se ha recibido ninguna objeción del Estado Parte en este sentido, por lo que debe darse el peso debido a las alegaciones de la autora. Por lo tanto, el Comité considera que se han satisfecho los requisitos de los apartados a) y b) del párrafo 2 del artículo 5 del Protocolo Facultativo.  [8:  Véase Comunicación N° 701/1996, Cesáreo Gómez Vázquez c. España; Dictámen del 20 de julio de 2000, pár.6.2.] 

El Comité consideró que las alegaciones de la autora relativas a una presunta violación de los artículos 3 y 26 del Pacto no han sido debidamente fundamentadas, ya que la autora no ha traído a la consideración del Comité elementos de juicio sobre los hechos ocurridos que pudieran establecer algún tipo de discriminación a los que se refieren los artículos citados. Por consiguiente, la parte de la comunicación que se refiere a los artículos 3 y 26 se declara inadmisible con arreglo al artículo 2 del Protocolo Facultativo. 
El Comité observó que la autora ha alegado una violación del artículo 2, del Pacto. El Comité recuerda su constante jurisprudencia consistente en que el artículo 2 constituye un compromiso general de los Estados, y por su carácter accesorio, no puede ser invocado aisladamente por particulares en virtud del Protocolo Facultativo. Por consiguiente, la denuncia relacionada con el artículo 2 será analizada conjuntamente con las demás alegaciones hechas por la autora. 
En cuanto a las alegaciones relativas a los artículos 6, 7, 17 y 24 del Pacto, el Comité considera que están suficientemente fundamentadas, a efectos de la admisibilidad, y que parecen plantear cuestiones en relación con esas disposiciones. En consecuencia, procede a examinar la comunicación en cuanto al fondo.
         Examen relativo al fondo 
El Comité de Derechos Humanos ha examinado la presente comunicación a la luz de toda la información recibida, según lo estipulado en el párrafo 1 del artículo 5 del Protocolo Facultativo. 

El Comité observó que la autora acompañó una declaración médica que acredita que debido a su embarazo estuvo sujeta a un riesgo vital. Además, quedó con secuelas psicológicas severas acentuadas por su situación de menor de edad, como lo estableció el dictamen psiquiátrico del 20 de agosto de 2001. El Comité nota que el Estado parte no ha presentado ningún elemento para desacreditar lo anterior. El Comité observa que las autoridades estaban en conocimiento del riesgo vital que corría la autora, pues un médico gineco-obstetra del mismo hospital le había recomendado la interrupción del embarazo, debiendo realizarse la intervención médica en ese mismo hospital público. La negativa posterior de las autoridades médicas competentes a prestar el servicio pudo haber puesto en peligro la vida de la autora. La autora señala que no contó con un recurso eficaz para oponerse a tal decisión. A falta de cualquier información del Estado parte, debe darse el peso debido a las denuncias de la autora.
La denunciante alega que, debido a la negativa de las autoridades médicas a efectuar el aborto terapéutico, tuvo que soportar el dolor de ver a su hija con deformidades evidentes y saber que moriría en muy poco tiempo. Esta fue una experiencia que sumó más dolor y angustia a la ya acumulada durante el periodo en que estuvo obligada a continuar con su embarazo. La autora acompaña un certificado psiquiátrico del 20 de agosto de 2001, que establece el estado de profunda depresión en la que se sumió y las severas repercusiones que esto le trajo, teniendo en cuenta su edad. El Comité observa que esta situación podía preverse, ya que un médico del hospital diagnosticó que el feto padecía de anencefalia, y sin embargo, el director del hospital Estatal se negó a que se interrumpiera el embarazo. La omisión del Estado, al no conceder a la autora el beneficio del aborto terapéutico, fue, en la opinión de Comité, la causa el sufrimiento por el cual ella tuvo que pasar. El Comité ha señalado en su Observación General No.20 que el derecho protegido en el artículo 7 del Pacto no solo hace referencia al dolor físico, sino también al sufrimiento moral y que esta protección es particularmente importante cuando se trata de menores. Ante la falta de información del Estado parte en este sentido, debe darse el peso debido a las denuncias de la autora. En consecuencia, el Comité considera que los hechos que examina revelan una violación del artículo 7 del Pacto. A la luz de esta decisión, el Comité no considera necesario, en las circunstancias del caso, tomar una decisión relativa al artículo 6 del Pacto. 
La denunciante afirma que al negarle la posibilidad de una intervención médica para suspender el embarazo, el Estado parte interfirió de manera arbitraria en su vida privada. El Comité nota que un médico del sector público informó a la autora que tenía la posibilidad de continuar con el embarazo o de suspenderlo de acuerdo con la legislación interna que permite que se practiquen abortos en caso de riesgo para la salud de la madre. Ante la falta de información del Estado parte, debe darse el peso debido a la denuncia de la autora en el sentido de que cuando los hechos ocurrieron, las condiciones para un aborto legal, conforme a lo establecido por la ley, estaban presentes. En las circunstancias del caso, la negativa de actuar conforme a la decisión de la autora, de poner fin a su embarazo, no estuvo justificada y revela una violación del artículo 17 del Pacto. 
La denunciante alega una violación del artículo 24 del Pacto, ya que no recibió del Estado parte la atención especial que requería en su condición de menor de edad. El Comité observa la vulnerabilidad especial de la autora por ser menor de edad. Nota además que, ante la falta de información del Estado parte, debe darse el peso debido a las denuncias de la autora en el sentido de que no recibió, ni durante ni después de su embarazo, el apoyo médico y psicológico necesario en las circunstancias específicas de su caso. En consecuencia, el Comité considera que los hechos que examina revelan una violación del artículo 24 del Pacto. 
La denunciante alega haber sido objeto de violación del artículo 2 porque no contó con un recurso adecuado. Ante la falta de información del Estado parte el Comité considera que debe otorgar el peso debido a las alegaciones de la autora en cuanto a la falta de un recurso adecuado y concluye, por consiguiente, que los hechos examinados revelan igualmente una violación del artículo 2 en relación con los artículos 7, 17 y 24 del Pacto. 
El Comité de Derechos Humanos, actuando de conformidad con el párrafo 4 del artículo 5 del Protocolo Facultativo del Pacto, considera que los hechos que tiene ante sí ponen de manifiesto una violación de los artículos 2, 7, 17 y 24 del Pacto. 
De conformidad con el apartado a) del párrafo 3 del artículo 2 del Pacto, el Estado Parte tiene la obligación de proporcionar a la autora un recurso efectivo que incluya una indemnización. El Estado Parte tiene la obligación de adoptar medidas para evitar que se cometan violaciones semejantes en el futuro. Teniendo presente que, por ser Parte en el Protocolo Facultativo, el Estado Parte reconoce la competencia del Comité para determinar si ha habido o no violación del Pacto y que, en virtud del artículo 2 del Pacto, el Estado Parte se ha comprometido a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el Pacto y a ofrecer un recurso efectivo y ejecutorio cuando se compruebe una violación, el Comité desea recibir del Estado Parte, en un plazo de 90 días, información sobre las medidas que haya adoptado para dar cumplimiento al presente dictamen. Se pide al Estado Parte asimismo que publique el dictamen del Comité.
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    “El Comité observa que las autoridades estaban en conocimiento del riesgo vital que corría la autora, pues un médico gineco-obstetra del mismo hospital le había recomendado la interrupción del embarazo, debiendo realizarse la intervención médica es ese mismo hospital público. La negativa posterior de las autoridades médicas Biblioteca Digital - Dirección de Sistemas de Informática y Comunicación. Esta competentes a prestar el servicio pudo haber puesto en peligro la vida de la autora”. 
“La omisión del Estado, al no conceder a la autora el beneficio del aborto terapéutico, fue, en la opinión del Comité, la causa del sufrimiento por el cual ella tuvo que pasar.” 
“...el derecho protegido en el artículo 7 del Pacto no solo hace referencia al dolor físico, sino también al sufrimiento moral y que esta protección es particularmente importante cuando se trata de menores” 
“...cuando los hechos ocurrieron, las condiciones para un aborto legal, conforme a lo establecido por la ley, estaban presentes. En las circunstancias del caso, la negativa de actuar conforme a la decisión de la autora, de poner fin a su embarazo, no estuvo justificada y revela una violación del artículo 17 del Pacto” 
“El Comité observa la vulnerabilidad especial de la autora por ser menor de edad. Nota además que, ante la falta de información del Estado parte, debe darse el peso debido a las denuncias de la autora en el sentido que no recibió, ni durante ni después de su embarazo, el apoyo médico y psicológico en las circunstancias específicas de su caso.” “...el Estado parte tiene la obligación de proporcionar a la autora un recurso efectivo que incluya una indemnización. El Estado parte tiene la obligación de adoptar medidas para evitar que se cometan violaciones semejantes en el futuro” 
La falta de mecanismos regulatorios y el no entendimiento del riesgo que corrió la salud y la vida de Karen, impidieron que las autoridades actuaran de manera adecuada. 
El Comité desea recibir del Estado Parte, en un plazo de 90 días, información sobre las medidas que haya adoptado para dar cumplimiento al presente dictamen. Se pide al Estado Parte, asimismo, que publique el dictamen del Comité. 
      Cabe precisar, que hasta la fecha no se ha cumplido con lo dictaminado.              
               
[bookmark: _Toc499737437]










[bookmark: _Toc515788691]CAPITULO IV
[bookmark: _Toc515788692]MATERIALES Y METODOS

[bookmark: _Toc499737438][bookmark: _Toc515788693]4.1.- Tipo de Investigación.
[bookmark: _Toc499737439]            Descriptiva, documental, campo
[bookmark: _Toc515788694]4.2.- Diseño de la Investigación
En cuanto al diseño de la investigación, fue mediante un Diseño Exploratorio y descriptivo; los cuales permitieron conocer un contexto o situación poco conocidos; además porque no se manipuló ninguna variable, solo se observó tal como ocurre en la realidad socio jurídica y la información y recojo de datos se realizó un solo momento en el tiempo y espacio.
El diseño tuvo el siguiente esquema:
                                   O                               M
Dónde:
O = Observación
M = Muestra

[bookmark: _Toc499737440][bookmark: _Toc515788695]4.3.- Población y muestra

Población	:	
Distrito de Chiclayo
Muestra	:                  
Encuestas/ Entrevistas
[bookmark: _Toc499737441][bookmark: _Toc515788696]4. 4 Técnicas Para la recolección de datos 
Análisis del Registro Documental: Esta técnica sirvió para el análisis doctrinario y teórico del contenido de las diversas obras, así como de los variables libros y jurisprudencias que han sido objeto de estudio. 
La Encuesta: Este instrumento se aplicó  en función al problema planteado, la hipótesis y las variables identificadas, para lo cual se confeccionó un cuestionario de preguntas, siguiendo los criterios  científicos a efectos de recoger la información. Los encuestados fueron todos los sujetos de la muestra. 
Los datos obtenidos : Serán analizados y procesados, a fin de elaborar los cuadros estadísticos.
[bookmark: _Toc499737442][bookmark: _Toc515788697]4.5. Para la presentación de datos. 
Una vez aplicados los instrumentos de recolección de datos como la encuesta, entrevista, entre otros, se procedió al conteo y al análisis respectivo a través de la estadística descriptiva, considerando la frecuencia y el porcentaje simple; pasándose a realizar la interpretación a partir de nuestro marco teórico y de los mismos resultados para esto proceso utilizamos las tablas y gráficos en forma de barras. La información clasificada y almacenada en la matriz de datos se trasladó a un procesador de sistema computarizado que permitió realizar las técnicas estadísticas apropiadas, para lo cual se debió tener en cuenta el diseño y las diversas pruebas utilizadas.  Para la comunicación de los resultados se utilizaron los cuadros de distribución estadística y los gráficos estadísticos simples. 
[bookmark: _Toc499737443][bookmark: _Toc515788698]4.6     Técnicas para el análisis de la información 
[bookmark: _Toc497772793]Los resultados cuantitativos y cualitativos que obtuvimos de las diversas pruebas estadísticas, del nivel de aceptación y de rechazo que observamos en la hipótesis del trabajo operacional permitieron realizar el análisis e interpretación del nivel científico que fundamentó los resultados parciales y finales. 
[bookmark: _Toc497772794][bookmark: _Toc515788699]2.8.2.- Población y muestra

Población	:	Distrito judicial de Chiclayo

Muestra	:	
Encuestas/ Entrevistas
[bookmark: _Toc497772795][bookmark: _Toc515788700]2.8.3.- Técnicas de recolección de datos.

- Técnica del fichaje.- La cual permitirá recopilar información de fuentes bibliográficas, lincográficas, con la finalidad de ordenar las variables del marco teórico.
- Técnicas de Encuesta.- Se realizarán con la finalidad de contrastar la hipótesis, a fin de analizar   los resultados de la investigación. 
Los datos obtenidos, serán analizados y procesados en Microsoft Excel, a fin de elaborar los cuadros estadísticos. 
[bookmark: _Toc515788701]1.6. Tipo de Investigación.

[bookmark: _Toc515788702]1.6.1. De acuerdo al fin que se persigue.

Esta investigación se constituye en una aplicación básica del punto de vista médico y del punto de vista legal, en tanto busca efectuar un aporte doctrinario en cuanto a la despenalización del aborto Eugenésico, así como también el aporte de la medicina para saber diferenciar cuando en verdad está naciendo un individuo con graves taras físicas que se le imposibilita a vivir por mucho tiempo.
[bookmark: _Toc515788703]1.6.3. De acuerdo al diseño de la Investigación.

[bookmark: _Toc499737444]El trabajo constituye un tipo de investigación descriptiva, porque se hace una exposición detallada de todas las teorías encontradas que aportan fundamentos a favor del conflicto de derechos y que estos no atentan para ser punibles en este caso referido al aborto Eugenésico, de donde extraeremos fundamentos que sustenten contundentemente la despenalización del aborto eugenésico, en casos solo de graves taras físicas que imposibilitan tener más vida en adelante, claro está en caso previo diagnostico medico  así lo amerite.






[bookmark: _Toc515788704]CAPITULO V
[bookmark: _Toc515788705]RESULTADOS DE LA ENCUESTA
[bookmark: _Toc499737445]
[bookmark: _Toc515788706]5.1.-Procesamientos de datos 
En este capítulo se muestran los resultados de la investigación, tanto de la aplicación de las entrevistas, encuesta a los sujetos los mismo que estuvieron constituidos.
[bookmark: _Toc499737446][bookmark: _Toc502385562][bookmark: _Toc515788707]5.1.2 Análisis e interpretación de los resultados de las encuestas aplicados a los abogados, magistrados y a los ciudadanos. 
En la investigación realizada la encuesta se ha realizado con un total de diez (10) preguntas, y está debidamente relacionada con los objetivos y con el problema de la investigación. Se realizó una muestra de 70 personas elegidas según la metodología. De dicha encuesta se obtuvieron los siguientes resultados:  
         











[bookmark: _Toc511858795][bookmark: _Toc515790151]         Tabla 1
	Sujetos de la muestra 
	Frecuencia 
	Porcentaje 

	Magistrados 
	10 
	14,3 

	Abogados 
	20 
	28,6 

	Ciudadanos 
	40 
	57,1 

	Total 
	70 
	100,0 


Fuente: Archivos según la encuesta realizada 
[bookmark: _Toc502385563]Elaboración Investigador  
[bookmark: _Toc511858805]GRAFICO 1

Composición de los sujetos de la muestra de estudio. 
0
10
20
30
40
50
60
Magistrados
Abogados
Ciudadanos
14
,3%
28
,6%
57
,1%
Porcentaje
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Fuente: Tabla N° 01 Elaboración Investigador. 
   
Interpretación. 
De acuerdo con la tabla existe un grupo de muestra de 70 encuestados, de los cuales está conformado por: 
· Abogados, este grupo representan un (28,6%) 
· Magistrados que representan un (14,3 %) de los encuestados 
· Ciudadanos que está representado con un (57,1 %) 
  	 
            

[bookmark: _Toc511858796][bookmark: _Toc515790152]            Tabla 2
Muestra la opinión que tiene los encuestados respecto a que si es correcto o no que el estado o los padres decidan o consideren que una tara o malformación física o psíquica de un no nacido pueda ser el fundamento jurídico para practicar el aborto eugenésico. 
	¿Es correcto que el estado o los padres decidan  o consideren que una tara o malformación física o psíquica de un no nacido pueda ser el fundamento jurídico para practicar el aborto eugenésico? 
	Frecuencia 
	Porcentaje 

	Si 
	13 
	19 

	No 
	57 
	81 

	Total 
	70 
	100 


Fuente: Ficha de encuesta 
Elaboración Investigador  

[bookmark: _Toc502385564][bookmark: _Toc511858806][bookmark: _Toc515788708]           GRAFICO 2
¿Es correcto que el estado o los padres decidan  o consideren que una tara o malformación física o psíquica de un no nacido pueda ser el fundamento jurídico para practicar el aborto eugenésico? 
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Fuente: Tabla N° 10 Elaboración Investigador. 
 
Interpretación análisis. 
Según la tabla número diez sobre la pregunta realizada, los resultados son los siguientes: 
· 13 manifestaron que si es correcto que el estado o los padres decidan  o consideren que una tara o malformación física o psíquica de un no nacido pueda ser el fundamento jurídico para practicar el aborto eugenésico, observándose que optaron por la alternativa “Si”, representando solo el (19%) 
· En contrapartida un grupo de 11 encuestados manifestaron su desacuerdo con la pregunta, entendiéndose que la  alternativa “No” representa  un (81%). 
 
[bookmark: _Toc511858797][bookmark: _Toc515790153]           Tabla 3
Muestra el criterio que tienen los encuestados respecto a que si resulta prudente dejar a decisión de la madre gestante el continuar con el embarazo aun conociendo medicamente que el fruto de la concepción presenta malformaciones o taras incompatibles con la vida. 
 
	¿A su criterio resulta prudente dejar a decisión  de la madre gestante el continuar con el  embarazo aun conociendo medicamente que el  fruto de la concepción presenta malformaciones  o taras incompatibles con la vida? 
	Frecuencia 
	Porcentaje 

	 Si 
	54 
	77 

	 No 
	16 
	23 

	 Total 
	70 
	100 


 
Fuente: Ficha de encuesta 
Elaboración Investigador  

[bookmark: _Toc502385565]          









[bookmark: _Toc511858807][bookmark: _Toc515788709]          GRAFICO 3
¿A su criterio resulta prudente dejar a decisión de la madre gestante el continuar con el embarazo aun conociendo medicamente que el fruto de la concepción presenta malformaciones o taras incompatibles con la vida? 
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Fuente: Tabla N° 08 Elaboración Investigador. 
 
Interpretación. 
Según la tabla número ocho sobre la pregunta realizada, los resultados son los siguientes: 
· 54 Manifestaron su conformidad, entendiéndose que optaron por la alternativa “Si”, representando el (77 %) 
· En contrapartida un grupo de 16 encuestados manifestaron su desacuerdo con la pregunta, entendiéndose que la  alternativa “No” representa  un (23%). 

[bookmark: _Toc511858798][bookmark: _Toc515790154]           Tabla 4
Muestra la aprobación o no que tiene los encuestados respecto a que aprobarían aprobaría la práctica médica de un aborto Eugenésico en aquellos casos  en donde la gestante presenta un feto con malformaciones o taras incompatibles con la vida 
	¿Usted aprobaría la práctica médica de un aborto  Eugenésico en aquellos  casos  en donde la  gestante presenta un feto con malformaciones o  taras incompatibles con la vida? 
	Frecuencia 
	Porcentaje 

	 
 Si 
	58 
	82 

	 No 
	12 
	18 

	 Total 
	70 
	100 


 
Fuente: Ficha de encuesta 
Elaboración Investigador  
 
[bookmark: _Toc502385566][bookmark: _Toc511858808][bookmark: _Toc515788710]          GRAFICO 4
¿Usted aprobaría la práctica médica de un aborto Eugenésico en aquellos  casos  en donde la gestante presenta un feto con malformaciones o taras incompatibles con la vida? 
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Fuente: Tabla N° 07 Elaboración Investigador. 
 
Interpretación. 
Según la tabla número siete sobre la pregunta realizada, los resultados son los siguientes: 
· 58 Manifestaron su conformidad, entendiéndose que optaron por la alternativa “Si”, representando el (82 %) 
· En contrapartida un grupo de 12 encuestados manifestaron su desacuerdo con la pregunta, entendiéndose que la alternativa “No” representa  un (18%). 

         





[bookmark: _Toc511858799][bookmark: _Toc515790155]             Tabla 5
Muestra la opinión de los encuestados respecto a que si nuestro ordenamiento penal protege a la gestante en su salud psicoactiva en casos de embarazos con fetos portadores de malformaciones o taras incompatibles con la vida, al tipificar la figura de aborto Eugenésico. 
 
	¿Considera usted que nuestro Código Penal protege a la gestante en su salud psicoactiva en casos de embarazos con fetos portadores de malformaciones o taras incompatibles con la vida, al tipificar la figura de aborto Eugenésico? 
	Frecuencia 
	Porcentaje 

	Si 
	19 
	27 

	No 
	51 
	73 

	Total 
	70 
	100 


Fuente: Ficha de encuesta 
Elaboración Investigador  
             
[bookmark: _Toc511858809]              GRAFICO 5
¿Considera usted que nuestro Código Penal protege a la gestante en su salud psicoactiva en casos de embarazos con fetos portadores de malformaciones o taras incompatibles con la vida, al tipificar la figura de aborto Eugenésico? 
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Fuente: Tabla N° 06 Elaboración Investigador. 
 
Interpretación. 
Según la tabla número seis sobre la pregunta realizada, los resultados son los siguientes: 
· 19 Manifestaron su conformidad, entendiéndose que optaron por la alternativa “Si”, representando el (27 %) 
· En contrapartida un grupo de 51 encuestados manifestaron su desacuerdo con la pregunta, entendiéndose que la  alternativa “No” representa  un (73 %). 
               
[bookmark: _Toc511858800][bookmark: _Toc515790156]            Tabla 6
Muestra la opinión de los encuestados respecto a que si nuestro ordenamiento penal toma en cuenta la repercusión que genera en la mujer, el hecho de mantener el embarazo, conociendo que el feto presentará malformaciones o taras incompatibles con la vida.
 
	¿Cree que nuestro Código Penal ha tomado en  cuenta la repercusión que genera en la mujer, el  hecho de mantener el embarazo, conociendo que el  feto presentará malformaciones o taras  incompatibles con la vida? 
	Frecuencia 
	Porcentaje 

	 Si 
	21 
	30 

	 No 
	49 
	70 

	 
Total 
	70 
	100 


Fuente: Ficha de encuesta 
Elaboración Investigador  

              











[bookmark: _Toc511858810]              GRAFICO 6
¿Cree que nuestro Código Penal ha tomado en cuenta la repercusión que genera en la mujer, el hecho de mantener el embarazo, conociendo que el feto presentará malformaciones o taras incompatibles con la vida? 
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Fuente: Tabla N° 05 Elaboración Investigador. 
 
· Interpretación: Según la tabla número cinco sobre la pregunta realizada, los resultados son los siguientes: 
· 40 Manifestaron su conformidad, entendiéndose que optaron por la alternativa “Si”, representando el (30%) 
· En contrapartida un grupo 102 de encuestados manifestaron su desacuerdo con la pregunta, entendiéndose que la  alternativa “No” representa  un (70 %).
            
           






[bookmark: _Toc511858801][bookmark: _Toc515790157]            Tabla 7

Muestra la consideración que tienen los encuestados respecto a que si el aborto eugenésico trae como consecuencia la afectación de los derechos fundamentales  
 
	 ¿Consideras que la despenalización del Aborto  Eugenésico en caso de embarazos con  malformaciones o taras incompatibles con la vida, trae como consecuencia la afectación de los  derechos fundamentales? 
	Frecuencia 
	Porcentaje 

	 
 Si 
	32 
	46 

	 No 
	38 
	54 

	 Total 
	70 
	100 


 
Fuente: Ficha de encuesta 
Elaboración Investigador  
 
[bookmark: _Toc511858811]              GRAFICO 7
¿Consideras que la despenalización del Aborto Eugenésico en caso de embarazos con malformaciones o taras incompatibles con la vida, trae como consecuencia la afectación de los derechos fundamentales? 
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Fuente: Tabla N° 04 Elaboración Investigador. 
 
Interpretación.  
Según la tabla número cuatro sobre la pregunta realizada, los resultados son los siguientes: 
· 32 Manifestaron su conformidad, entendiéndose que optaron por la alternativa “Si”, representando el (46%) 
· En contrapartida un grupo 38 de encuestados manifestaron su desacuerdo con la pregunta, entendiéndose que la  alternativa “No” representa  un (54 %). 
[bookmark: _Toc499737458]
[bookmark: _Toc511858802][bookmark: _Toc515790158]            Tabla 8
Esta tabla se muestra la consideración de los encuestados respectos  si es acertado o no que nuestro Código Penal tipifique la figura del aborto eugenésico. 

	¿Considera usted acertado que en nuestro Código Penal, aun este tipificado la figura del Aborto Eugenésico? 
	Frecuencia 
	Porcentaje 

	 	Si 
	23 
	33 

	 
 	No 
	47
	67 

	 	Total 
	70 
	100 


 
Fuente: Encuesta  
Elaboración Investigador  
         
[bookmark: _Toc511858812]              GRAFICO 8
¿Considera usted acertado que nuestro Código Penal tipifique la figura del aborto eugenésico en casos de embarazos con malformaciones o taras incompatibles con la vida? 
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Fuente: Tabla N° 02 Elaboración Investigador. 
 
Interpretación.  
Según la tabla número dos sobre la pregunta realizada, los resultados son los siguientes: 
· 95 Manifestaron su conformidad, entendiéndose que optaron por la alternativa “Si”, representando el (67 %) 
· En contrapartida un grupo de 47 encuestados manifestaron su desacuerdo con la pregunta, entendiéndose que la  alternativa “No” representa  un (33%). 

[bookmark: _Toc511858803][bookmark: _Toc515790159]              Tabla 9
Muestra la conveniencia o no de despenalizar el aborto eugenésico. 
 
	¿Considera usted conveniente despenalizar el tipo penal de Aborto Eugenésico  en aquellos casos de embarazos donde el feto presenta malformaciones o taras incompatibles con la vida? 
	Frecuencia 
	Porcentaje 

	Si 
	55 
	79 

	No 
	15 
	21 

	Total 
	70 
	100 


Fuente: Ficha de encuesta 
Elaboración Investigador  
 
[bookmark: _Toc511858813]               GRAFICO 9
¿Considera usted conveniente despenalizar el tipo penal de Aborto Eugenésico  en aquellos casos de embarazos  donde el feto presenta malformaciones o taras incompatibles con la vida? 
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Fuente: Tabla N° 03 Elaboración Investigador. 
 
Interpretación.  
· Según la tabla número tres sobre la pregunta realizada, los resultados son los siguientes: 
· 55 Manifestaron su conformidad, entendiéndose que optaron por la alternativa “Si”, representando el (79 %) 
· En contrapartida un grupo de 15 encuestados manifestaron su desacuerdo con la pregunta, entendiéndose que la  alternativa “No” representa  un (21%). 

[bookmark: _Toc511858804][bookmark: _Toc515790160]           Tabla 10
 
Muestra la conveniencia o no de despenalizar el aborto eugenésico. 
 
	¿Considera usted producente cambiar el título de aborto eugenésico, por el de aborto teratológico?? 
	Frecuencia 
	Porcentaje 

	Si 
	55 
	79 

	No 
	15 
	21 

	Total 
	70 
	100 


Fuente: Ficha de encuesta 
Elaboración Investigador  
 
[bookmark: _Toc511858814]                GRAFICO 10
¿Considera usted producente cambiar el título de aborto eugenésico, por el de aborto teratológico?
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Fuente: Tabla N° 03 Elaboración Investigador. 
 
Interpretación.  
· Según la tabla número tres sobre la pregunta realizada, los resultados son los siguientes: 
· 55 Manifestaron su conformidad, entendiéndose que optaron por la alternativa “Si”, representando el (79 %) 
· En contrapartida un grupo de 15 encuestados manifestaron su desacuerdo con la pregunta, entendiéndose que la  alternativa “No” representa  un (21%). 
[bookmark: _Toc499737459]















[bookmark: _Toc515788711]CAPITULO VI
[bookmark: _Toc515788712]DISCUSION DE RESULTADOS

La presente investigación presenta en sus bases teóricas fundamentalmente en dos enfoques: en el medico y jurídico para la despenalización del aborto eugenésico en el Perú, donde se comienza explicando casos de embarazos con malformaciones o taras incompatibles con la vida. Bajo esas dos premisas se hicieron nueve preguntas en la entrevista.
Es así que en los resultados podemos establecer que es pertinente esto es en base a lo expuesto por el aporte comparado de otras legislaciones, los principios penales y medico toda vez que en materia de derecho penal debe partirse del reconocimiento de que en la problemática del aborto no se ha tomado en cuenta la repercusión que nuestro Código Penal genera, ante esto desarrollaremos cada pregunta:
i) En la primera tabla se aprecia que son 70 los entrevistados para la encuesta, en los que  destacan : Magistrados (10), abogados (20), ciudadanos (40).

ii) En la primera pregunta, es que si al ver una tara física o malformación psíquica de una no nacido pueda ser el fundamento jurídico para practicar el aborto eugenésico, estos en su gran mayoría de encuestados 81%, mencionaron que NO.

iii) En la segunda pregunta, se preguntó si resulta prudente dejar a decisión de la madre gestante el continuar con el embarazo aun conociendo medicamente que el fruto de la concepción, presenta  malformaciones o taras incompatibles con la vida, la mayoría en 77 % , mencionaron que SI.

iv) En la tercera pregunta, se preguntó si usted aprobaría la practica medica de un aborto eugenésico en aquellos casos en donde la gestante presenta un feto con malformaciones o taras incompatibles con la vida, la gran mayoría 82% respondió que SI.

v) En la cuarta pregunta, se preguntó si considera usted que nuestro código penal protege a la gestante a su salud psicoactiva en casos de embarazos con fetos portadores de malformaciones o taras incompatibles con la vida, al tipificar la figura de aborto Eugenésico?, La gran mayoría 73% respondió que NO.
vi) En la quinta pregunta, cree que nuestro código penal ha tomado en cuenta la repercusión que genera en la mujer, el  hecho de mantener el embarazo, conociendo que el  feto presentará malformaciones o taras  incompatibles con la vida, la gran mayoría el 70% respondió que NO.
vii) En la sexta pregunta, Consideras que la despenalización del Aborto  Eugenésico en caso de embarazos con  malformaciones o taras incompatibles con la vida, trae como consecuencia la afectación de los  derechos fundamentales, la mayoría 54% respondió que NO.
viii) En la séptima pregunta, Considera usted acertado que en nuestro Código Penal, aun este tipificado la figura del Aborto Eugenésico, la mayoría el 67% respondió que NO.

ix) En la octava pregunta, Considera usted conveniente despenalizar el tipo penal de Aborto Eugenésico  en aquellos casos de embarazos donde el feto presenta malformaciones o taras incompatibles con la vida, el 79% respondió que SI.

x) En la novena pregunta, Considera usted producente cambiar el título de aborto eugenésico, por el de aborto teratológico, el 79% respondió que SI.
[bookmark: _Toc499737462]














[bookmark: _Toc515788713]CAPITULO VII
[bookmark: _Toc515788714]CONCLUSIONES

Habiéndose formulado como objetivo principal de la presente investigación, proponer si los supuestos jurídicos y médicos son convincentes para que se despenalice el aborto Eugenésico, así como encontrar semánticamente el nombre adecuado para el cambio de denominación de aborto eugenésico aborto teratológico. 
Es así que en los resultados podemos establecer que es pertinente esto es en base a lo expuesto por el aporte comparado de otras legislaciones ,los principios penales y medico toda vez que en materia de derecho penal debe partirse del reconocimiento de que en la problemática del aborto no se ha tomado en cuenta la repercusión que nuestro Código Penal genera y esto se evidencia en los resultados de la tabla N° 06, cree que nuestro Código Penal ha tomado en  cuenta la repercusión que genera en la mujer, el  hecho de mantener el embarazo, conociendo que el  feto presentará malformaciones o taras  incompatibles con la vida. 
Además si siquiera los propios padres en razón y derecho, es decir, que no hay norma que los pueda amparar, pueden estos que una tara o malformación física o psíquica de un no nacido pueda ser el fundamento jurídico para practicar el aborto eugenésico. Tabla N° 02. 
Empero los encuestados a la pregunta ¿Considera usted acertado que nuestro Código Penal tipifique la figura del aborto eugenésico en casos de embarazos con malformaciones o taras incompatibles con la vida?  La mayoría dice que sí, que el código penal es acertado cuando lo tipifica Tabla N° 08. Con ello vemos que por un lado desde el punto de vista objetivo considera que esta bien tipificarlo pero desde un punto de vista más jurídico y medico establecen que no hay fundamento para aplicarlo constituyéndose así una norma sin efecto en la realidad, por ello cae en un debate infructuoso el mantenerlo en nuestro ordenamiento penal como un tipo penal; es por ello que un porcentaje considerable de encuestados sostiene que ya no es conveniente despenalizar el tipo penal de Aborto Eugenésico  en aquellos casos de embarazos donde el feto presenta malformaciones o taras incompatibles con la vida (Tabla N° 09). 
En el mismo sentido se puede establecer la necesidad de contemplar nuevas consideraciones en nuestro código penal excluyendo la tipificación del Aborto Eugenésico en aquellos casos de embarazos con malformaciones o taras incompatibles con la vida, esto por el avance de la medicina y de los grandes adelantos científicos en el área del diagnóstico patológico pre natal permiten en la actualidad conocer la situación de salud o enfermedad del feto, en consecuencia, todos estos métodos pueden ser utilizados para el diagnóstico precoz en fetos con malformaciones congénitas incompatibles con la vida y de esta manera ser utilizados para indicar el aborto eugenésico, evitando el nacimiento de niños con malformaciones de este tipo.  Es ante estos hechos comprobamos que nuestro marco jurídico no va acorde con estos avances que hoy en día nos ponen en otro contexto, para poder actuar teniendo como respaldo un marco jurídico contemporáneo a estos avances. 
Al momento de identificar y analizar los derechos fundamentales de la persona humana que son afectados con una posible dación de despenalización del aborto eugenésico en casos de embarazos con malformaciones o taras incompatibles para la vida en el Perú, debemos antes considerar algún aspecto como el embarazo no deseado, que no logra transformarse en una maternidad gratificante, marca psicológicamente a la mujer y deja secuelas en los hijos. Gestar y parir son suceso que transforman totalmente la vida de la mujer, especialmente desde el punto de vista psicoafectivo, de allí la importancia de que el embarazo y la maternidad consecuente, sean el fruto de un acto voluntario, libremente decidido y no producto de una imposición mucho menos aún el resultado de la intolerable intromisión del Estado en la vida de las mujeres. La penalización del aborto eugenésico implica la conculcación de este derecho y convierte el acto de la procreación en una carga onerosa y en una obligación virtualmente impuesto por la ley, el reflejo de lo acotado lo observamos en la tabla N° 07. 
Es necesario traer a debate sobre esta problemática  el enfoque médico  especializado en salud materno infantil a fin de recibir una fuente en la que las decisiones del juzgador tenga un asidero científico y moral. 
Por tanto lo formulado en nuestra hipótesis  se son aceptadas en esta investigación por cuando tanto el marco teórico y los resultados obtenidos nos otorga sustento para aceptarlo tal como ha sido planteado ya que las consideraciones jurídicas deben precisarse y actualizarse de acuerdo a los avances médicos, con la finalidad de una correcta tipificación del aborto eugenésico en casos de embarazos con malformaciones o taras incompatibles con la vida, para resolver adecuadamente la despenalización del aborto en estos casos. 
En cuando a logro del objetivo específico cabe señalar que efectivamente el adjetivo EUGENESICO, debería cambiarse por TERATOLOGICO. (TABLA 10).

       Es así que del trabajo de campo efectuado en la ejecución de la tesis se concluye: 
· Hay la necesidad de contemplar nuevas consideraciones en nuestro código penal excluyendo la tipificación del Aborto Eugenésico en aquellos casos de embarazos con malformaciones o taras incompatibles con la vida por el avance de la medicina y de los grandes adelantos científicos en el área del diagnóstico patológico pre natal que ahora permiten conocer la situación de salud o enfermedad del feto, evitando el nacimiento de niños con malformaciones. 
· Evidenciamos que los derechos fundamentales de la persona humana son afectados con el aborto eugenésico ya nuestra que Constitución así la menciona en sus primero artículos, seguido de esto es así que con los principios de fragmentariedad, subsidiariedad y ultima ratio podemos encontrar una ayuda jurídica para despenalizar el aborto teratológico, más aun si copiamos como ejemplo al derecho comparado y vemos que en países como España, Brasil, Colombia y Argentina ya se han despenalizado. Se concluye que la despenalización del aborto eugenésico casos de embarazos con malformaciones o taras incompatibles con la vida, trae como consecuencia la afectación de los derechos fundamentales de la persona, como el derecho a la vida. 
· [bookmark: _Toc499737463]Actualmente los avances científicos contemporáneo nos brindan cada vez más opciones y un mayor respaldo médico especializado para un diagnóstico preciso y de certeza en caso de estar frente a un embarazo con un feto que presente malformaciones o taras incompatibles con la vida, es así que la  es la amniocentesis acompañada del examen del estudio del líquido amniótico nos permite las células fetales que permiten realizar el estudio genético para saber así que tendremos a un sujeto con problemas de taras físicas incompatibles con la vida.
· La semántica correcta según lo investigado para describir las anomalías detectadas en personas con graves taras físicas seria: “Teratológico, entonces quedaría como ABORTO TERATOLOGICO.”
[bookmark: _Toc515788715]CAPITULO VII
[bookmark: _Toc515788716]PROPUESTA

1. El estado debe disponer un plan de apoyo, destinada a colaborar tanto a nivel económico, psicológico a las mujeres embarazadas que presentan en su concebidos malformaciones o taras físicas incompatibles con la vida, para que tenga un equipo de expertos que le ayuden a afrontar las secuelas psicológicas, debido a que sabrían que sus hijos con esos problemas teratológicos, nacerían solo para vivir a los pocos días.
2. A los magistrados tanto jueces y fiscales en materia penal y familiar, procuren recurrir al avance científico en el área del diagnóstico patológico pre natal para así conocer la situación de salud o enfermedad del feto, ya que ahora existe un examen el más importante conocido como es la amniocentesis acompañada del examen del estudio del líquido amniótico. En consecuencia, todos estos métodos pueden ser utilizados para el diagnóstico precoz en fetos con malformaciones congénitas incompatibles con la vida y de esta manera ser utilizados para indicar mejorar la calidad de vida y evitar así un aborto eugenésico, lo que además evita el nacimiento de niños con malformaciones de este tipo.   
3. A los ciudadanos que profundicen respecto del aborto eugenésico, ya que esta norma implica dos tipos de afectaciones. Por un lado genera la violación a su derecho de libertad de opción y por el otra atenta a su integridad psicológica.


4. Que se apruebe un  proyecto de ley en modificación con el código penal, para que se despenalice el aborto eugenésico.
5. Que en adelante no se denomine ABORTO EUGENESICO en el artículo 120 del código penal inciso 2do, si no que se denomine en adelante ABORTO TERATOLOGICO, que como ya se expuso es lo más congruente para su descripción típica, ya que el primero hace alusión a las mejores de la raza humana biotipicamente hablando, y el segundo si hace alusión a las graves taras físicas o malformaciones en el concebido.















[bookmark: _Toc515788717]CAPITULO IX
[bookmark: _Toc515788718]ASPECTOS ADMINISTRATIVOS

FECHAS PROBABLES.
De inicio: 	setiembre 2017.
De término:	diciembre 2017.ETAPAS DE PROYECTO

	                       CRONOLOGIA

ACTIVIDAD
	20

	
	  S  Setiembre
	       Octubre
	        Noviembre
	    C  Diciembre

	
	1
	2
	3
	4
	1
	2
	3
	4
	1
	2
	3
	4
	1
	2
	3
	4

	1. Identificación del problema de investigación
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	
	
	
	
	
	
	
	

	2. Revisión Bibliográfica
	
	
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	
	
	
	
	
	

	3. Identificar situación problemática
	
	
	
	
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	
	
	
	

	4. Aplicación de encuestas
	
	
	
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	
	
	
	

	5. Analizar e interpretar resultados
	
	
	
	
	
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	
	
	

	6. Elaborar el informe final
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	



[bookmark: _Toc515788719][bookmark: _Toc499737465]CAPITULO X
[bookmark: _Toc515788720]RECURSOS
[bookmark: _Toc499737466][bookmark: _Toc515788721]RECURSOS HUMANOS

Abogado Asesor				
Especialista					
Asistente				

[bookmark: _Toc499737467][bookmark: _Toc515788722]BIENES
Libros de delito trata de personas   
Código Penal				
Textos de tata de personas.	
Agenda				
Lapicero					
Cd.s					
[bookmark: _Toc499737468][bookmark: _Toc515788723]	SERVICIOS	
	
            Fotocopias					
	Comunicación 				
[bookmark: _Toc499737469]	Movilidad	
[bookmark: _Toc515788724]CAPITULO XI
[bookmark: _Toc515788725]PRESUPUESTO

[bookmark: _Toc499737470][bookmark: _Toc515788726]RECURSOS HUMANOS

Abogado Asesor				1,500.00
Asistente					  500.00
			Sub Total 	  	2,000.00


[bookmark: _Toc499737471][bookmark: _Toc515788727]BIENES

Libros de Derecho Penal	   		200.00
Código Penal					150.00
Agenda				  	  30.00
	Lapicero					  20.00
	Cd.s						  20.00
				Sub Total	S/.      420.00
[bookmark: _Toc499737472][bookmark: _Toc515788728]SERVICIOS	
	
           Fotocopias					50.00
	Movilidad					50.00
			Sub Total		S/.    100.00

[bookmark: _Toc499737473]COSTO TOTAL DEL PROYECTO.
El costo total del proyecto asciende a la suma de S/ 2,520.00, y serán asumidos por el Bachiller encargado de la investigación.
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[bookmark: _Toc515788731]ANEXO


1. Es usted:	
 
 Abogado ( ) Juez penal ( ) Fiscal penal ( ) Ciudadano/a ( )

2. ¿ Es correcto que el estado o los padres decidan que una tara o malformación física o psíquica de un no nacido pueda ser el fundamento jurídico para practicar el aborto eugenésico Considera usted que es adecuado cambiar la denominación de aborto eugenésico por aborto teratológico en el código penal?
Si ( ) NO ( )
3. ¿ A su criterio resulta prudente dejar a decisión de la madre gestante el continuar con el embarazo aun conociendo medicamente que el fruto de la concepción presenta malformaciones o taras incompatibles con la vida?
Si ( ) NO ( )
4. ¿ Usted aprobaría la práctica médica de un aborto Eugenésico en aquellos casos en donde la gestante presenta un feto con malformaciones o taras incompatibles con la vida?

5. ¿Considera usted que nuestro Código Penal protege a la gestante en su salud psicoactiva en casos de embarazos con fetos portadores de malformaciones o taras incompatibles con la vida, al tipificar la figura de aborto Eugenésico?
Si ( ) NO ( )

6. ¿Cree que nuestro Código Penal ha tomado en cuenta la repercusión que genera en la mujer, el hecho de mantener el embarazo, conociendo que el feto presentará malformaciones o taras incompatibles con la vida?
Si ( ) NO ( )

7. ¿Consideras que la despenalización del Aborto Eugenésico en caso de embarazos con malformaciones o taras incompatibles con la vida, trae como consecuencia la afectación de los derechos fundamentales?
Si ( ) NO ( )
8. ¿Consideras usted acertado que nuestro código penal tipifique la figura del aborto eugenésico en casos de embarazos con malformaciones o taras incompatibles con la vida?
Si ( ) NO ( )


09. ¿Considera usted conveniente despenalizar el tipo penal de Aborto Eugenésico en aquellos casos de embarazos donde el feto presenta malformaciones o taras incompatibles con la vida?
Si ( ) NO ( )
10. ¿Considera usted producente cambiar el título de aborto eugenésico, por el de aborto teratológico?
Si ( ) NO ( )
30
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